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  Este es un libro clave: gracias a una investigación monumental y a la consulta de miles de documentos reservados hasta ahora ignorados, Nicolás Gadano escribió lo que probablemente sea la versión definitiva del proceso, que va desde el descubrimiento del primer yacimiento petrolero, hasta la caída de Perón, y los encendidos debates suscitados en torno a la explotación y comercialización de este bien escaso cuyas consecuencias se dejan sentir aun en nuestros días.


  La historia del petróleo en la Argentina ofrece una nueva mirada sobre la gestión de Enrique Mosconi, sobre Hipólito Yrigoyen y finalmente sobre las idas y vueltas de Perón y el impacto que tuvo su gobierno en YPF. Al mismo tiempo, discute y rebate muchos de los postulados del nacionalismo petrolero, no desde el preconcepto sino desde la realidad, mostrando que las políticas más populares no fueron en general las más eficaces.
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  Introducción


  Comencé a trabajar en YPF a mediados de la década de 1990. En esos años, la compañía y el resto de la industria petrolera argentina vivían un proceso de profunda transformación. A través de la privatización, la apertura y la desregulación, los argentinos parecían encontrar una nueva respuesta a dos viejas preguntas medulares para el desarrollo de la industria: ¿De quién es el petróleo? ¿Quién debe explotarlo?


  Algunos trabajos de análisis del proceso de reforma de los años noventa me llevaron a bucear en la historia del petróleo argentino, en una tímida búsqueda de antecedentes que me permitiesen entender mejor la naturaleza de lo que estaba ocurriendo.1 Hasta entonces, mis conocimientos sobre la historia petrolera argentina eran muy limitados. Conocía vagamente la epopeya del coronel Enrique Mosconi al frente de YPF en la década de 1920; la “batalla” legislativa del radicalismo yrigoyenista que culminó con el primer golpe militar del siglo; el resistido acuerdo de Juan Domingo Perón con la California Oil pocos meses antes de su derrocamiento; los polémicos contratos de Arturo Frondizi y su posterior anulación en el gobierno de Arturo Illia; el sistemático retraso de los precios, el fuerte endeudamiento externo y la crisis de YPF durante la última dictadura militar.


  En todos los casos, mi aproximación a estos hitos del desarrollo de la industria había sido provocada por lecturas relacionadas con nuestra historia contemporánea. Aprendí a otorgarle al petróleo una gran influencia sobre el devenir de la política, y a asociarlo a episodios de fuerte inestabilidad institucional.


  En mi primera visita a los yacimientos, indagué sobre el color negro del petróleo. Alguien me respondió que se trata de una mezcla de componentes con tanta inestabilidad en sus propiedades físicas, que toda la luz es absorbida. Cuando empecé a leer mis primeros libros de historia petrolera argentina, descubrí que los autores locales más importantes –Arturo Frondizi, Adolfo Silenzi de Stagni, Marcos Kaplan, entre los más conocidos– interpretaban que el petróleo había transmitido su composición oscura y viscosa al ambiente económico y político que lo rodeaba. Estos autores, junto con otros del continente, contribuyeron a delinear las ideas básicas del nacionalismo petrolero latinoamericano: los cuantiosos recursos hidrocarburíferos de nuestro subsuelo están en riesgo, porque existe un conjunto de trusts internacionales conspirando junto a sus gobiernos para apropiárselos. Sazonado con adecuadas dosis de paranoia, y teorías conspirativas de lo más diversas, el conflicto entre los países y los trusts se convirtió en el elemento central de la literatura nacionalista, capaz de explicar los éxitos y fracasos de toda nuestra historia petrolera. En Las venas abiertas de América Latina, ícono del antiimperialismo latinoamericano que leí en mi adolescencia, Eduardo Galeano llegó al extremo de atribuir a los intereses petroleros todos los golpes militares que padeció la Argentina durante el siglo XX.


  La visión nacionalista, plagada de leyendas y mitos que se repiten de autor en autor, me resultó insuficiente para comprender los vaivenes y fracasos de nuestra política energética. Pese a la escasez de fuentes, empecé a estudiar con más cuidado los orígenes de la industria petrolera. Descubrí que había algo más allá de YPF y del mundo petrolero estatal, y que incluso años antes del descubrimiento oficial del petróleo argentino en diciembre de 1907, empresarios privados habían formado verdaderas compañías de explotación petrolera, sobreponiéndose a los innumerables obstáculos financieros, jurídicos, tecnológicos y logísticos.


  Para mi sorpresa, aprendí que en los años posteriores a la gran guerra europea, el país vivió una intensa y efímera fiebre petrolera, cuando inversores locales y extranjeros disputaron posiciones en las promisorias áreas con hidrocarburos del sur y el norte del país. La Argentina de entonces, que exhibía con orgullo una secuencia de años de vertiginoso progreso basado en su generosa dotación de recursos naturales, contaba ahora también con petróleo, el recurso más codiciado en el nuevo mundo industrial. La Argentina no era sólo un gran país; era un país con petróleo. Esas condiciones, sólo asemejables a las de su admirado y envidiado vecino del otro extremo del continente, Estados Unidos, auguraban años de crecimiento y progreso. Con su pampa y su petróleo, el futuro de la Argentina no podía ser más venturoso.


  Muchos años después, en la YPF de los noventa que me tocó vivir, no quedaban vestigios de semejante optimismo, y sólo estaban frescos los recuerdos de la larga agonía de la organización estatal. La inestabilidad política, la corrupción y el poder sindical, los precios irracionales y la falta de recursos, el endeudamiento externo; todos factores que habían convertido a la empresa en un gran elefante herido, incapaz, sin rumbo. Pero cuando pude remontarme a varias décadas atrás, descubrí una YPF pujante y eficiente que no sólo era orgullo de los argentinos, sino que también fue ejemplo para el desarrollo de otras organizaciones estatales en la región. No pude dejar de preguntarme: ¿Cómo y cuándo YPF se degradó tanto como para que su privatización, inimaginable en sus primeras décadas de existencia, fuera socialmente aceptada y se completara casi sin conflictos?


  En los comienzos del nuevo siglo, una breve, intensa y traumática experiencia en la función pública me alejó por un tiempo de la industria petrolera, y también de su historia. A mi regreso, YPF formaba parte de un grupo energético español, y la crisis económica sometía a la industria petrolera a un nuevo cambio en sus reglas básicas de funcionamiento. Aquellos consensos supuestamente alcanzados en los noventa acerca de la propiedad de los hidrocarburos y de la mejor forma de explotarlos, ya no eran tales. La creación de una nueva empresa estatal –Enarsa− parecía incluso un regreso al punto de partida.


  Agobiada por el análisis de la coyuntura, mi atención volvió a volcarse a la historia de la industria petrolera. El apoyo de las autoridades de YPF, el aliento de amigos y parientes, y la posibilidad de acceder a documentación histórica de la organización, me impulsaron a encarar una investigación más sistemática y rigurosa, que finalmente dio lugar a este libro. La lectura de las notas reservadas de la presidencia de YPF, así como de todas las actas del directorio –las primeras, de 1910, firmadas por el ingeniero Luis Huergo; las últimas por el capitán Luis Saéz Germain en 1955−, me permitió conocer con profundidad las penurias y alegrías de la explotación estatal, sus discusiones internas, las decisiones más polémicas. Lamentablemente, no pude contar con la misma riqueza de fuentes para las empresas particulares más importantes, la Standard Oil y la Shell. Mediante valiosa documentación de empresas más pequeñas, como Astra y la subsidiaria de la Anglo Persian en Argentina, y de otras fuentes indirectas, procuré mantener un balance adecuado entre YPF y los demás protagonistas de nuestra historia petrolera.


  Decidí poner un límite temporal a mi trabajo por dos motivos: la imposibilidad material de abarcar el período completo, y la necesidad de poner distancia suficiente como para preservar la objetividad e independencia requeridas. La explicación de la fecha de corte elegida –la caída de Perón en septiembre de 1955– es sencilla: es un punto de ruptura importante para la historia política argentina y para la industria petrolera, y divide al período en mitades.


  En esas cinco primeras décadas del siglo XX, el petróleo despertó la pasión de millares de argentinos. Hombres y mujeres que a lo largo de todo el país, en los pozos y en las refinerías, dedicaron sus vidas al engrandecimiento de YPF y de la industria. Dirigentes que, con o sin razón, defendieron sin tregua sus posiciones en materia de política petrolera. Son ellos, petroleros argentinos, los protagonistas de esta historia.


  
    Nota


    1 Véase N. Gadano y F. Sturzenegger, “La privatización de reservas en el sector hidrocarburífero. El caso de Argentina”, Revista de Análisis Económico, vol.13, N°1, Junio, 1998. Véase también N. Gadano, “Determinantes de la Inversión en el Sector Petróleo y Gas en la Argentina”, en La Argentina de los Noventas, EUDEBA/Naciones Unidas CEPAL, 2000.

  


  
Capítulo 1

  

  El nacimiento de una industria


  Creo que se debe encontrar a alguna profundidad un depósito importante de petróleo líquido en la provincia, y valdría la pena seguramente de barrenear y averiguar su extensión e importancia. Pero no hay capitalistas ni personas inteligentes capaces de llevar adelante un reconocimiento de esta clase en Mendoza, y si el Gobierno Nacional no toma la iniciativa e impulsa estos reconocimientos, no se harán nunca por particulares.


  Informe sobre los distritos minerales, minas y establecimientos de la República Argentina, elaborado por el geólogo Francisco Ignacio Rickard, presentado al gobierno del presidente Domingo Faustino Sarmiento en junio de 1869.


  En la historia petrolera argentina las controversias en torno al rol del Estado y el de los capitales privados aparecen en el mismo origen. Para la historia oficial, construida en el mundo del petróleo estatal, el lugar, la fecha y los protagonistas del descubrimiento de petróleo en el país no dan margen a dudas: Comodoro Rivadavia, 13 de diciembre de 1907, una cuadrilla de empleados del Ministerio de Agricultura. Desde el año 1943, cuando el 13 de diciembre fue declarado oficialmente como “Día del Petróleo Argentino”, la industria petrolera argentina se reúne en esa jornada para festejar el descubrimiento.


  Pero antes de 1907 existieron numerosos intentos de desarrollo de una explotación petrolera. Estos emprendimientos, de carácter fundamentalmente privado, estaban motorizados por el afán comercial de obtener querosene para iluminación, cuya demanda crecía sistemáticamente. Entre la década de 1880 y la década siguiente, las importaciones argentinas de querosene crecieron de 11 a 26 millones de litros anuales. El grueso del consumo se concentraba en la ciudad de Buenos Aires, en donde el Concejo Deliberante debió dictar normas para su comercialización.1 A principios del siglo XX, las importaciones de querosene ya superaban los 40 millones de litros por año.


  Con el mercado del querosene como objetivo, los primeros petroleros argentinos se dirigieron a aquellas regiones en las que había alguna referencia de la existencia de hidrocarburos. En sus relatos sobre expediciones y viajes por la Argentina, comerciantes, militares y geólogos habían dejado constancia sobre afloraciones de hidrocarburos (brea, alquitrán, betún) en zonas de Mendoza, Salta, Jujuy y Neuquén.


  En el norte, varios emprendedores intentaron explotar los conocidos afloramientos de petróleo de Salta y Jujuy a lo largo de la segunda mitad del siglo XIX.2 En 1865, sólo seis años después de que el coronel Edwin L. Drake diera inicio a la industria petrolera americana con su descubrimiento en Titusville, Pennsylvania, el comerciante español Leonardo Villa solicitó al Gobierno jujeño una habilitación por 15 años para fabricar querosene a partir de los asfaltos de la provincia. La solicitud fue denegada por Jujuy, que recomendó a Villa dirigirse al Gobierno nacional. El comerciante presentó su solicitud ante el Congreso Nacional el 17 de mayo de 1865, afirmando “haber encontrado una materia que era antes desconocida” con la cual prometía obtener “un líquido de mejores condiciones que el kerosene ya conocido”.3


  El pedido de Villa fue evaluado por los legisladores, que solicitaron un análisis del producto a un químico español contratado por la Universidad de Buenos Aires. Los resultados positivos del análisis motivaron a los diputados de la Comisión de Peticiones a elaborar un dictamen favorable, otorgando una concesión exclusiva de diez años para explotar los hidrocarburos jujeños. Pero Villa tuvo menos suerte en el recinto, en donde varios legisladores se opusieron a la concesión de un privilegio como el solicitado. Sometido a votación, el despacho fue rechazado por la Cámara de Diputados.


  En esos años se creó la Compañía Jujeña del Kerosene, con un capital de 3.000 acciones de 25 pesos cada una suscriptas por destacados miembros de las clases altas jujeñas. La compañía, primer antecedente de una empresa petrolera argentina, distribuyó un prospecto en el que intentaba atraer potenciales inversores con la quimera del coronel Drake:


  Proponemos la explotación de una de las más grandes riquezas de nuestro suelo, que llamada en la América del Norte “la rejión del petróleo” o la nueva California, ha producido allí tanta grandeza, como no hay ejemplo en la historia de la industria humana. Y si nosotros también tenemos nuestra rejión que puede ser tan grande y rica como aquella ¿porqué no hemos de unir nuestros esfuerzos, por débiles que sean, para llevar a cabo la mejor de las empresas?4


  En octubre de 1864, la Honorable Sala de Representantes de Jujuy asignó a la Compañía Jujeña el privilegio de explotar y elaborar el betún mineral que existía en la provincia por un período de quince años, con la condición de iniciar los trabajos de explotación en no más de dos años. Pero la empresa no prosperó por dificultades técnicas y financieras.


  En 1871, el ingeniero de minas Francisco Host, quien había trabajado anteriormente para el Gobierno salteño, solicitó a la Cámara de Diputados de la Nación autorización para explotar los petróleos de Jujuy y Salta. Dos botellas con muestras de los hidrocarburos salteños que pretendía explotar habían sido exhibidas en la Exposición Nacional de Córdoba. Como en el caso de Villa, la solicitud fue rechazada por los legisladores.


  Cuatro años después, Teodosio López obtuvo una concesión del Gobierno jujeño para explotar un yacimiento en el departamento de Ledesma, que le permitió abastecer de querosene al alumbrado público de la capital provincial y al de Salta. En 1887, López envió su producto a Buenos Aires, donde certificaron su buena calidad. Sin embargo, la empresa no sobrevivió debido a las carencias técnicas y las altas tarifas del transporte ferroviario.5


  En 1881, otro destacado jujeño, el ex gobernador Teófilo Sánchez de Bustamante, obtuvo de la legislatura una nueva concesión para explotar el petróleo en la provincia. Sánchez de Bustamante contrató al ingeniero Luis Brackenbush, en ese momento profesor de mineralogía de la Universidad de Córdoba, quien tras realizar un relevamiento geológico de la zona, produjo un informe sumamente optimista sobre el potencial minero. El emprendimiento, sin embargo, enfrentó diversas dificultades y finalizó sin éxito tres años después. En 1901, los hermanos Luis y Hugo Loewenthal explotaron por poco tiempo el yacimiento jujeño de Garrapatal, identificado algunos años antes por Brackenbush.


  En Salta, el español Francisco Tobar descubrió afloramientos de petróleo en la Quebrada de Galarza y puso en producción su mina “República Argentina”, aunque las limitaciones de transporte (debía trasladar el producto a lomo de burro hasta la ciudad más próxima) condicionaron fuertemente el desarrollo de la explotación.


  En la región neuquina, las iniciativas privadas de fines del siglo XIX fueron aún más precarias que las del norte del país. Entre 1890 y 1904 se habían denunciado 34 pertenencias mineras con petróleo en el distrito neuquino de Cerro Lotena, 23 de las cuales correspondían a The Neuquen Oil Sindicate, una compañía con sede en Londres. El coronel Antonio Romero había denunciado descubrimientos de petróleo en la zona de Picún Leufú, pero las dificultades de extracción y la distancia de los medios de transporte (el tren llegaba sólo hasta la ciudad de Neuquén, a 180 kilómetros de los pozos) hicieron naufragar los emprendimientos.


  La Compañía Mendocina de Petróleo


  Pero el antecedente más importante, que merece incluso ser identificado como el origen de la industria petrolera argentina, corresponde a la Compañía Mendocina Explotadora de Petróleo, creada y conducida por el mendocino Carlos Fader, padre del conocido artista plástico Fernando Fader.


  Carlos Fader visitó Mendoza en el verano de 1885, y viajó con una muestra del alquitrán de Cacheuta a Europa, en donde la hizo analizar. Convencido del potencial del petróleo mendocino, Fader visitó las minas de Soloboda, en Galitzia, para conocer de cerca las características de la explotación petrolera y contratar el personal y el equipamiento necesarios.6


  En aquellos años la Argentina estaba gobernada por Miguel Juárez Celman y el mundo de los negocios vivía una etapa de gran optimismo, que permitía encontrar financiamiento para todo tipo de emprendimientos, incluyendo la novedosa explotación del petróleo. En los primeros meses de 1886, Fader convocó a un grupo de amigos para fundar la Compañía Mendocina Explotadora de Petróleo. Formaban parte del directorio Guillermo White, José Vicente Zapata y los hermanos Emilio y Francisco Civit, conocidos empresarios de la provincia. Tras una suscripción inicial de 120.000 pesos, la Compañía Mendocina alcanzaría un capital de un millón de pesos en 1890.7


  El Dr. Rodolfo Zuber, geólogo polaco contratado en Europa por Fader, comenzó a trabajar en Cacheuta en junio de 1886, secundado por Luis Brackenbush. Zuber publicó un informe muy favorable sobre el potencial petrolero de la zona, y en 1887 se perforaron los primeros cuatro pozos, tres de los cuales resultaron productivos. Al año siguiente se perforó un quinto pozo adicional que resultó ser el de mayor caudal, por lo que se decidió explotar comercialmente el yacimiento. La Compañía Mendocina llegó a poseer una concesión de 19.000 hectáreas en Cacheuta.


  Pero mientras que en los Estados Unidos los productores de petróleo tenían un mercado donde vender su producto y medios para transportarlo, en la Argentina estaba todo por hacer. Así lo reflejaba el propio Carlos Fader:


  A estar la Compañía en los Estados Unidos, cuna de la industria petrolera, todo el problema estaría resuelto. Allí, al hallarse el petróleo en 1859 en Oilcreek, tenían a su disposición ríos navegables para su transporte, existían refinerías que destilaban aceites de iluminación del carbón que inmediatamente fueron modificadas para destilar el kerosine del petróleo y con sus ferrocarriles, grandes industrias existentes y capitales para ensancharlas, el petróleo hallaba un mercado pronto para aceptarlo sin ningún esfuerzo de parte de los well owners; recogiendo estos inmediatamente los beneficios de su hallazgo. Pero, he dicho, que si estaríamos en Estados Unidos, sucediendo que estamos en la República Argentina, país nuevo, sin industrias, con medios de transporte escasísimos y deficientes, debiéndolo crear todo. Lo único existente es el consumo de 20 millones de litros de kerosine anual, que ya es algo, siempre que se tenga la energía y la paciencia para no desmayar ante las dificultades que se oponen desde el petróleo crudo en la mina, hasta el kerosine refinado en la lámpara.8


  Fader intentó sin éxito que el Ferrocarril Andino construyera un desvío para pasar por la mina de Cacheuta. Ante el fracaso de sus gestiones, debió financiar la construcción de un pequeño oleoducto de 35 kilómetros para transportar el crudo hasta Godoy Cruz, donde se encontraba la línea del ferrocarril y se había proyectado construir una refinería.


  En 1895 la empresa contrató al ingeniero en minas Enrique Hermitte con el fin de profundizar los trabajos. El joven Hermitte, recién llegado a la Argentina tras finalizar sus estudios en la Escuela Superior de Minas de París, se encontró condicionado por la falta de recursos necesarios para continuar con las perforaciones. Mientras el país vivía una severa crisis financiera, la compañía fue afectada por el impacto simultáneo del declive en la producción de los pozos mendocinos y de una experiencia frustrada en el norte argentino.9 En 1897, tras haberse perforado casi 30 pozos y producido cerca de 8.000 toneladas de petróleo desde la primera perforación, la actividad fue prácticamente abandonada.10


  En resumen, numerosos emprendimientos privados desarrollados con fines comerciales de explotación de hidrocarburos tuvieron lugar en la Argentina de fines del siglo XIX y principios del siglo XX. Los emprendimientos mencionados fueron realizados sin una legislación específica que regulara la actividad de extracción de hidrocarburos. A partir de 1886, la norma de aplicación era el Código de Minería, que establecía un marco legal general para todas las actividades extractivas. Basado en la legislación de tradición hispánica, el código establecía el principio de que el subsuelo pertenecía al Estado (en oposición al esquema vigente en los Estados Unidos, donde el superficiario gozaba también de derechos sobre el subsuelo correspondiente).


  La disputa entre la Nación y las provincias, que aparecería en forma recurrente en las discusiones sobre la propiedad de los hidrocarburos del subsuelo a lo largo del siglo XX, sobrevoló la sanción del Código de Minería. Un primer proyecto estableció la nacionalización de las minas, pero finalmente se impuso la visión federal y en 1875 se encomendó la elaboración de un nuevo proyecto en el que se dispuso el dominio de los Estados provinciales sobre los recursos mineros.


  El Código de Minería finalmente sancionado respondía de manera muy clara a dos preguntas básicas sobre el régimen legal aplicable al petróleo. ¿De quién eran los hidrocarburos? De las provincias o de la Nación, en función de la localización de los yacimientos. ¿Quién debía explotarlos? Los particulares, con una explícita prohibición de que lo hiciera el Estado.11


  En el orden nacional (Capital Federal y territorios nacionales), los permisos y concesiones eran otorgados por la Dirección de Minas del Ministerio de Agricultura mientras que en el ámbito provincial, eran los gobiernos locales los encargados de administrar las concesiones en sus territorios.12


  En la práctica, el empresario particular solicitaba un permiso de cateo para explorar un área de hasta 2.000 hectáreas, en la que debía comenzar a realizar los trabajos correspondientes en un período no mayor a 30 días, y donde debía perforar al menos un pozo en un plazo no mayor a 290 días. Los plazos para la exploración podían extenderse mediante la solicitud de un permiso de trabajo formal, que exigía concentrar los trabajos en un territorio menor y otorgaba quince meses adicionales. 13


  En caso de producirse descubrimientos, el empresario podía solicitar su titularización en pertenencias mineras por tiempo ilimitado, con el compromiso de mantener trabajos en la mina. De acuerdo con el Código, si no se daba comienzo a los trabajos en los plazos fijados o si se suspendían sin autorización, la concesión podía ser revocada en cualquier momento.14


  La legislación no era la más adecuada para la explotación petrolera, pero fueron otros los factores que impidieron el éxito de aquellas primeras compañías petroleras argentinas: un mercado demasiado incipiente para la colocación de los productos, falta de capital, dificultades técnicas, carencias en infraestructura de transporte, y la desafortunada ausencia de un descubrimiento importante. En un informe publicado hacia 1900, la Unión Industrial Argentina (UIA) presentó una síntesis de los intentos de explotación petrolera efectuados hasta aquel momento (todos ellos privados), en la que afirmaba que eran “industrialmente explotables”, pero que “las empresas que hasta ahora han trabajado en su explotación han fracasado o por falta de acertada dirección, o por carecer de útiles adecuados”.15


  Con el paso del tiempo, la oposición de las compañías ferroviarias al desarrollo de la industria local de los hidrocarburos se fue instalando como uno de los principales obstáculos que se citan para explicar el fracaso de los primeros emprendimientos petroleros. En aquellos años, el geólogo Zuber, de la Compañía Mendocina, declaró que los ferrocarriles eran más “un obstáculo que una ayuda al comercio y a la industria” y el diputado Osvaldo Magnasco, en un debate de 1891, señaló que las ferrocarrileras reaccionaban a cualquier intento de explotación de hidrocarburos con aumentos inmediatos de tarifas. La sospecha era que este comportamiento obstruccionista respondía a los nexos de los ferrocarriles con la importación de carbón inglés.


  Quienes asignan al problema de los ferrocarriles un rol crucial en los fallidos intentos de explotación petrolera son los autores del nacionalismo petrolero. Allí identifican un primer indicio de la supuesta conspiración angloamericana contra el desarrollo del petróleo local, elemento central que estará siempre presente en su interpretación sobre la evolución histórica del sector petrolero argentino.16


  Seguramente los ferrocarriles ingleses no alentaban los emprendimientos petroleros, pero parece exagerado hablar de un “boicot”, y mucho más identificar a los ferrocarriles como el principal obstáculo para los pioneros petroleros argentinos. La dificultad para transportar los hidrocarburos era sin dudas un problema, pero de menor importancia frente a la insuficiencia de capital, de recursos humanos calificados, y de los medios técnicos adecuados para la explotación.


  El descubrimiento de Comodoro Rivadavia


  El Estado argentino comenzó a perforar regularmente el subsuelo a principios del siglo XX. A pedido del entonces ministro de Agricultura, Wenceslao Escalante, el presidente Julio A. Roca creó dentro de la estructura del Ministerio de Agricultura una comisión para estudiar las napas de agua y los yacimientos carboníferos. Economista y profesor de filosofía, Escalante tenía en mente la necesidad de explorar el potencial energético del subsuelo argentino. Fundamentando el pedido de fondos para el trabajo de la comisión, sostuvo que los gastos “serían grandemente compensados por el hallazgo, en una sola región, y por una sola de las máquinas, de yacimientos de agua, carbón o petróleo de importancia”.17


  El ingeniero Enrique Hermitte fue puesto al frente de la comisión y centró sus objetivos en el análisis de la geología del subsuelo, buscando identificar aguas artesianas y combustibles fósiles. En 1902, Hermitte envió al joven ingeniero Pablo Nogués a Europa y Estados Unidos a estudiar las técnicas más avanzadas de perforación y evaluar posibles adquisiciones de equipos, con el objetivo de profundizar así el trabajo de la comisión.


  Los trabajos de perforación no se limitaban a un área en particular sino que se distribuían por todo el país. En el sur, en la costa patagónica, Comodoro Rivadavia era en esos años una pequeña población formada en torno al establecimiento de Francisco Pietrobelli, que funcionaba como precario puerto de salida de los productos de la zona, y tenía graves problemas de abastecimiento de agua potable. En 1906 el pueblo tenía 300 casas y ranchos, y cerca de 800 habitantes. Desde Comodoro partía un ferrocarril estatal hacia el noroeste que llegaba a Colonia Sarmiento, a 120 kilómetros de distancia.


  La cuadrilla de perforaciones del Gobierno nacional realizó su primer pozo en el centro de Comodoro Rivadavia en 1903. La perforación debió ser abandonada sin éxito tras un accidente ocurrido a una profundidad de 165 metros. Tres años después Hermitte, a cargo de la recientemente creada División Minas, Geología e Hidrología del Ministerio de Agricultura, encomendó la adquisición de nuevos equipos de perforación en Europa al ingeniero Julio Krause, jefe de la sección Hidrología y Perforaciones. En función de las características del suelo, se eligieron las perforadoras del sistema Fauck, con capacidad de hasta 500 metros. El 14 de diciembre de 1906 arribó a Comodoro Rivadavia desde Viena la primera máquina Fauck, y fue “transportada a un punto situado a tres kilómetros al Norte del pueblo y a un kilómetro de la costa en un sitio de ventajosas condiciones para la provisión de agua”.18


  El 3 de enero de 1907 llegó a Comodoro José Fuchs, formado en la escuela de Minas y Energía de Estrasburgo, quien quedó a cargo de los trabajos en el nuevo pozo número “2”.19 Las adversas condiciones climáticas postergaron los inicios de la perforación hasta el mes de marzo, luego de lo cual se debió hacer frente al invierno, a problemas técnicos, y a una sublevación de la cuadrilla de perforadores que reclamaban mejores condiciones de trabajo.


  Con la llegada de la primavera mejoraron las condiciones para el trabajo, y en el mes de noviembre el pozo “2” había llegado a 515 metros de profundidad, algo más del límite de la capacidad de la máquina, sin ningún descubrimiento de agua o hidrocarburos.20 El 15 de noviembre Krause le ordenó a Fuchs “llevar la perforación lo más profunda posible, pero siempre que a juicio de él, no haya absolutamente ningún peligro de ruptura”.21


  Los trabajos continuaron, y el 12 de diciembre se comunicó desde Comodoro que “se cree haber dado con una napa de kerosene”. Krause ordenó suspender la perforación y verificar el hallazgo. Ya el día 13 de diciembre, un nuevo telegrama confirmó la existencia de hidrocarburos a 539 metros de profundidad, por lo que se comunicó oficialmente el descubrimiento de un yacimiento de petróleo en Comodoro Rivadavia.22


  En los diarios de la época, el acontecimiento quedaría registrado como un hallazgo fortuito en la búsqueda de agua, descripción que Hermitte no compartía, pero que no consiguió corregir. Poco tiempo después del descubrimiento, le escribió al ministro Pedro Ezcurra:


  Considero conveniente llamar la atención de vuestra excelencia, sobre el hecho de haberse atribuido a una mera casualidad el descubrimiento de petróleo en Comodoro Rivadavia. No hay tal cosa, sin duda el propósito que se persigue y que siempre se ha hecho resaltar es única y exclusivamente investigar el subsuelo. Nada es de extrañar que al ubicar una perforadora se halle en regiones desprovistas de agua, y nada casual es que se encuentre en el curso de la perforación un yacimiento de petróleo o carbón.23


  Para Hermitte, el descubrimiento había sido “una consecuencia, si no directa, por lo menos mediata del decreto de octubre 25 de 1904, disponiendo la confección de un mapa geológico de la República y de las leyes especiales que en distintas oportunidades destinaron fondos para la adquisición de máquinas perforadoras”.24


  Varios autores manifiestan dudas con respecto al carácter accidental del descubrimiento.25Vale decir que las hipótesis de la búsqueda de agua y petróleo no son excluyentes, ya que ambos objetivos estaban comprendidos en el estudio exhaustivo del subsuelo que se proponía la Dirección de Minas, que en el año del descubrimiento realizó 26 perforaciones en todo el territorio nacional. Todo indica, sin embargo, que la elección de Comodoro como punto de perforación obedecía más a la necesidad de encontrar agua para la población de la zona, que al objetivo de hallar minerales como el petróleo.26


  El propio Hermitte, desde la posición de director de Minas del Ministerio de Agricultura, no había anticipado –al menos públicamente– la presencia eventual de petróleo en la zona de Comodoro. En febrero de 1904, Hermitte preparó un informe exhaustivo sobre las perspectivas de los combustibles en la Argentina para ser presentado ante la Exposición de Saint Louis, en los Estados Unidos. Al disertar sobre el tema del petróleo destacó las evidencias surgidas de las perforaciones realizadas a lo largo de la Cordillera (Jujuy, Salta, Mendoza, Neuquén), pero nunca mencionó a la zona de Comodoro.27


  Tampoco los emprendedores privados habían puesto su atención sobre la región patagónica. Analizando las solicitudes mineras presentadas en los años previos al descubrimiento, se observa que el interés de los particulares se concentraba principalmente en la zona de Neuquén, sin que se destacara actividad alguna en la región de Chubut y/o Santa Cruz.28 En definitiva, el descubrimiento de Comodoro resultó relativamente sorpresivo desde el punto de vista geográfico, ya que esa región no se ubicaba entre las zonas con mayores antecedentes en exploración y explotación petrolera.


  La intervención del Gobierno


  En los años del descubrimiento, el carbón era el combustible principal de la matriz energética argentina, y la ausencia de producción local lo convertía en uno de los principales productos de importación, principalmente desde Gran Bretaña, el gran socio comercial de la Argentina. En este contexto, la eventual disponibilidad en territorio nacional de un combustible sustituto del carbón como el petróleo constituía un hecho relevante para las autoridades.


  En el escenario internacional, el petróleo comenzaba a convertirse en un elemento estratégico en la geopolítica mundial. Si bien la generalización de la energía eléctrica desplazaba al querosene como combustible para iluminación, el surgimiento del motor de combustión interna, y el reemplazo del carbón por el petróleo en las industrias pesadas y en el transporte marítimo dieron un nuevo y fuerte impulso a la demanda.


  Estados Unidos era sin lugar a dudas el principal productor petrolero, seguido de Rusia (sacudida y en decadencia por las revueltas en el Cáucaso de principios de siglo) y Rumania.29 México, convulsionado social y políticamente, emergía en América Latina como un nuevo productor/exportador, y aparecían también zonas petroleras en geografías lejanas como Sumatra y Persia.


  Hasta ese momento, no se registraban en el mundo antecedentes de empresas petroleras estatales de relevancia. En todos aquellos países en que la producción petrolera alcanzaba magnitudes importantes, como en los Estados Unidos, Rusia y México, la exploración y producción era llevada adelante por compañías privadas. La escena petrolera mundial se encontraba dominada por las grandes corporaciones que luego serían bautizadas como las “siete hermanas”: las americanas (principalmente las surgidas de la disolución de la Standard Oil), y las inglesas (el recientemente formado Grupo Royal Dutch/Shell, y la Anglo Persian, luego British Petroleum), que comenzaban a disputarse mercados y reservas a lo largo del mundo.


  La vida política argentina se encontraba a fines de 1907 en estado de agitación. José Figueroa Alcorta, quien había asumido la presidencia dos años antes tras la muerte de Manuel Quintana, sufría un fuerte recorte de su base de sustentación parlamentaria al enfrentarse con el roquismo y el gobernador bonaerense Marcelino Ugarte, lo que motivó el retiro de todos los asuntos pendientes en el Congreso –una especie de clausura del Parlamento– en enero de 1908. En lo económico, una coyuntura internacional favorable prolongaba la bonanza argentina, a partir de su exitosa inserción en el comercio mundial hasta entonces liderado por Gran Bretaña.


  El descubrimiento de petróleo en Comodoro fue realizado por empleados públicos, no por agentes particulares, y tuvo lugar en territorios bajo jurisdicción nacional, no en las provincias. Ambas circunstancias ejercieron una importante influencia para que el Estado mantuviera y desarrollase una explotación petrolera propia, pese a la prohibición explícita del Código de Minería. Pero el hecho decisivo que dio origen a la industria petrolera estatal fue la decisión presidencial de preservar la zona del descubrimiento de los permisos de cateo de los mineros privados. Sin esa decisión, podemos especular con que, enteradas del descubrimiento, las compañías particulares hubiesen saturado la región de permisos mineros para apropiarse del recurso, dando lugar a un boom de inversiones privadas.30


  El 14 de diciembre de 1907, un día después del descubrimiento, el presidente Figueroa Alcorta decretó una zona de reserva a favor del Estado con un “radio de 5 leguas kilométricas a todo rumbo” (unos 24 kilómetros) desde Comodoro, una superficie de aproximadamente 110.000 hectáreas en tierra, restringiendo así los pedidos de cateo de los privados en la zona.31 El decreto se basó en el artículo 15 de la ley 4.167 de enero de 1903, que señalaba: “El Poder Ejecutivo podrá prohibir la denuncia de minas en los territorios que explore”. La velocidad de reacción del Gobierno frente al descubrimiento fortalece la hipótesis en la que la Dirección de Minas –en particular Hermitte– ya había previsto las medidas a tomar frente a un eventual descubrimiento de petróleo en alguna de las perforaciones que la Dirección realizaba a lo largo del país.32
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    Mapa 1.1. Zona de reserva Fiscal. Decreto del 14 de diciembre de 1907

    Fuente: YPF (1932).

  


  Esta medida, primer precedente de la intervención gubernamental preservando la explotación petrolera de los particulares que cobraría gran relevancia con el paso del tiempo, no fue en ese momento considerada de manera especial por las autoridades ni por la opinión pública.33 Se trataba de una medida transitoria, orientada a permitir los trabajos de estudio del Gobierno.34


  En mayo de 1908, en ocasión del inicio del período de sesiones del Congreso, el presidente Figueroa Alcorta señaló:


  Este descubrimiento, que puede llegar a transformar la faz económica de la región, obligó a suspender los permisos de cateo en los alrededores del pozo, a fin de estudiar la extensión y la importancia de la napa petrolífera, su rendimiento y aplicación, y como consecuencia, la forma de explotación más ventajosa al interés público. Si de esos estudios resulta conveniente la explotación por licitación pública, se os pedirá la autorización necesaria para ello.35


  El discurso del presidente reflejaba que no excluía el ingreso de capitales privados a la explotación petrolera de la zona descubierta. Pero la legislación vigente, que de aplicarse sin restricciones permitiría el libre ingreso de los particulares al yacimiento descubierto por el Estado Nacional, empezaba a lucir inadecuada. Si el Estado iba a entregar Comodoro a los particulares, quería recibir algo a cambio.


  La Administración del yacimiento de Comodoro quedó a cargo de la Dirección de Minas. La precariedad de los elementos utilizados hizo que la producción fuera muy limitada durante los primeros años. Las carencias presupuestarias y el ambiente hostil del lugar, distante a cinco días por barco de Buenos Aires, complicaban la realización de las tareas. Las principales dificultades fueron consecuencia de la falta de agua, de los rigores del clima patagónico, y del alto contenido de sal de las aguas de la zona, que destruía los equipos de perforación.


  Los recursos financieros disponibles para la explotación eran escasos. En septiembre de 1908, algunos diputados encabezados por el santafesino Celestino Pera propusieron destinar más recursos al desarrollo de Comodoro. Ponían énfasis en la falta de agua y solicitaban un total de 700.000 pesos para solucionar el problema del fluido y adquirir dos nuevas máquinas perforadoras para intensificar la explotación del petróleo.36 Si bien la iniciativa no prosperó, el Congreso reservó 350.000 pesos del total de fondos asignados al Ministerio de Agricultura en el presupuesto del año 1909, para explorar y estudiar los yacimientos de petróleo y carbón del país.37


  Pese a las dificultades y la insuficiencia de recursos, la Dirección de Minas continuó realizando trabajos de perforación en Comodoro con los dos equipos disponibles, invirtiendo hasta fines de 1910 casi 300.000 pesos en siete perforaciones dirigidas a estudiar la zona de reserva decretada por el presidente Figueroa Alcorta.38 En 1908, la Dirección contaba con 42 empleados administrativos, y 97 obreros afectados a los equipos de perforaciones.


  Hacia 1909, una extensión de 60 hectáreas se encontraba estudiada. Los pozos “3”, “5” y “6” fueron improductivos, mientras que el “4” (el famoso pozo “Hidrología”) y el “7”, perforado sobre la costa, resultaron finalmente productivos. El pozo “5”, ubicado al norte de Comodoro, fue realizado por contrato por la Compañía Petrolífera del Golfo de San Jorge, una empresa privada que trabajaba en un pozo propio cercano, fuera de la zona de reserva.39


  A partir del descubrimiento, se fueron alcanzando volúmenes de extracción crecientes: 1.821 metros cúbicos en 1908, 2.989 metros cúbicos en 1909 y 3.923 metros cúbicos en 1910 (casi todos extraídos del pozo “4”). Se trataba de volúmenes exiguos, que indicaban el carácter cuasi experimental de la explotación estatal.40 Las carencias de infraestructura de tratamiento y almacenaje provocaron que el grueso del petróleo producido nunca fuera consumido. Más de un tercio de la producción se perdía por filtración o evaporación. Lo poco que llegaba a consumirse se dirigía a la propia explotación, al ferrocarril de la zona y a las compañías particulares de exploración que hacían sus primeras experiencias en torno a la reserva estatal.41 En 1910 se autorizó la instalación de un pequeño aparato destilador, que permitía refinar el petróleo crudo y producir toda la nafta y el querosene que se consumían en el propio campamento.


  Las autoridades buscaron determinar el valor comercial del petróleo de Comodoro, para lo cual gestionaron la realización de los ensayos correspondientes. Algunos de ellos fueron efectuados por el laboratorio de química del propio Ministerio de Agricultura, mientras que otros fueron encargados a la Compañía Nacional de Aceites, empresa privada que desde 1905 operaba una pequeña destilería en Campana con petróleo importado. Según el dictamen emitido por esta compañía, la utilización del petróleo analizado no resultaba “comercialmente provechosa”.42 Contrariamente a lo que indicara el dictamen, el petróleo de Comodoro sería probado con relativo éxito en diversas aplicaciones, especialmente en los ferrocarriles y en las empresas generadoras de energía eléctrica, fuertes consumidores del carbón importado.


  El petróleo de Comodoro llega al Congreso


  En agosto de 1909, el presidente Figueroa Alcorta envió al Congreso un proyecto de ley sobre la explotación petrolera de Comodoro, poniendo fin a la etapa de “estudios preliminares” que había iniciado con el decreto de reserva del 14 de diciembre de 1907.


  En función de los resultados positivos de los tres pozos perforados hasta ese momento y de los análisis químicos realizados con el combustible, el Ejecutivo consideraba conveniente reservar una zona para ser dividida en fracciones que pudieran ser explotadas por compañías privadas, o directamente por el Estado. La presidencia tenía en claro que en Comodoro había un activo con un valor significativo, aunque no sabía cuál era la mejor forma de explotarlo.


  Las autoridades estaban entusiasmadas con las ventajas económicas del nuevo producto y su potencial impacto en la región. Se estimaba un costo de producción del petróleo de entre cuatro y cinco pesos por tonelada, contra los casi 20 pesos que costaba el carbón importado en la zona. Esta diferencia de precios, a la que había que agregar un mayor rendimiento energético del petróleo por sobre el carbón, era percibida como un factor fundamental para el desarrollo de los proyectos ferrocarrileros en la Patagonia.


  El proyecto de ley buscaba brindar un respaldo legal a la explotación de Comodoro, que hasta ese momento sólo contaba con el sustento jurídico del decreto de Figueroa Alcorta de diciembre de 1907, y abrirle un crédito de medio millón de pesos para financiar los gastos de las perforaciones. Pero también establecía ciertos límites a la intervención estatal, al reducir de más de 100.000 a 10.000 hectáreas el tamaño de la reserva, y al promover una eventual intervención privada, autorizando la división de la zona de reserva en bloques a ser ofrecidos en licitación a los particulares.


  El tratamiento de este proyecto de ley constituyó el primer antecedente de discusiones legislativas en torno al status legal del petróleo, concentradas en el Senado de la Nación. El proyecto contó con despacho positivo de la Comisión de Agricultura de la Cámara, pero al llegar al recinto, el senador riojano Joaquín V. González lo criticó por su ambigüedad respecto a “la dicotomía explotación privada versus pública”. González realizó una encendida defensa de la industria privada, la competencia y los principios establecidos en el Código de Minería, y si bien no se opuso abiertamente al proyecto, exigió la incorporación de algunos cambios para su aprobación.43


  González, más vinculado políticamente al ex presidente Roca que al presidente Figueroa Alcorta, sostuvo que el principio general de la legislación argentina de minas se basaba en la prohibición al Estado para explotarlas y que, en caso de decidirse por algún motivo el otorgamiento de una excepción, debía aclararse el porqué de ésta y limitarla claramente en el tiempo y en el espacio. Planteó también el problema del financiamiento de los trabajos, destacando las dificultades que enfrentaría el Estado para sufragar los imprevisibles gastos de desarrollo de la explotación.


  No todos los senadores estaban de acuerdo con la posición crítica de González. Algunos defendieron enfáticamente el otorgamiento de una reserva mayor y sin límite de tiempo a la explotación estatal, utilizando argumentos relacionados con el desarrollo económico, y expresando sus dudas respecto de las bondades de la explotación privada pura.


  Pero la posición de Joaquín V. González tenía peso en el Congreso, por lo que el Ejecutivo debió aceptar cambios en el proyecto oficial, reduciendo la superficie de la reserva de 10.000 a 5.000 hectáreas, limitándola en el tiempo a cinco años, y especificando que el petróleo fiscal se destinaría a la Armada y los ferrocarriles.


  El proyecto con las modificaciones pasó a la Cámara de Diputados, que lo trató un año después. Entretanto, en septiembre de 1909 un nuevo decreto del Poder Ejecutivo extendió en forma genérica la prohibición de otorgar permisos de exploración en un radio de cinco kilómetros en torno a cualquier perforación que efectuase el Estado. Una vez más, a falta de una legislación de fondo satisfactoria, el Poder Ejecutivo protegía de manera precaria el desarrollo de la explotación estatal, limitando las potenciales acciones especulativas de las compañías particulares.


  En septiembre de 1910, el proyecto aprobado originalmente en el Senado se convirtió en la ley 7.059, que autorizaba al Poder Ejecutivo a reservar por cinco años 5.000 hectáreas en la zona de Comodoro, y a dividir la zona en ocho bloques de 625 hectáreas cada uno, para ser ofrecidos en licitación pública. Asimismo, se autorizaba al Ejecutivo a explotar esas áreas, debiendo destinar los productos obtenidos a la Armada y a los Ferrocarriles Nacionales, y se abría un crédito presupuestario extraordinario de 500.000 pesos para solventar los gastos del Ministerio de Agricultura en la explotación.44
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    Mapa 1.2. Zona de Reserva Fiscal de la ley 7.059, con loteo elaborado por la División de Minas. 1911.

    Fuente: Boletín de Informaciones Petroleras. YPF.

  


  Una oportunidad para las compañías particulares


  Hasta la sanción de la ley 7.059, quienes querían explorar en busca de petróleo en la región de Comodoro debían hacerlo a una distancia no menor a 24 kilómetros de las perforaciones estatales. Al reducir la reserva establecida en 1907, la nueva ley liberó para los capitales privados cerca de 100.000 hectáreas de la zona aledaña a Comodoro, en los territorios de Chubut y Santa Cruz.


  Antes de 1910 sólo una empresa se había animado a perforar en las adyacencias de Comodoro. Se trataba de la Compañía Petrolífera del Golfo de San Jorge, que realizó una perforación sobre la playa de Bahía Solano, al norte de la explotación estatal.45 En 1908, la empresa había difundido una suerte de folleto en español, inglés y alemán, que contenía un informe técnico del ingeniero Enrique Wodak en el que se informaba sobre el enorme potencial de Comodoro. La compañía tenía seis concesiones de 2.000 hectáreas cada una en la costa al norte de Comodoro y de la reserva estatal. El informe Wodak recomendaba organizar un programa de perforación con un capital inicial de 250.000 pesos, para iniciar los trabajos con sólo una máquina y un presupuesto anual de 125.000 pesos. Utilizando los datos de producción y composición del petróleo descubierto en la explotación estatal, y asumiendo ciertos precios para los productos derivados, Wodak estimaba que el proyecto podría rendir una ganancia de 200.000 pesos anuales. La empresa logró reunir un nivel crítico de capital, e inició una perforación. Pero aunque declararon llegar hasta 664 metros de profundidad, no tuvieron el éxito prometido por Wodak.


  Con la sanción de la ley 7.059, que habilitaba territorios más próximos al descubrimiento oficial, se renovó el interés de los empresarios privados sobre Comodoro. Sin embargo, los esfuerzos fueron en principio muy limitados e infructuosos. El sector privado local no disponía de los capitales, la tecnología y la organización empresaria como para emprender una explotación petrolera razonable en términos técnicos y financieros. Por otro lado y debido a diversas razones de orden local e internacional, las empresas extranjeras aún no habían concentrado su atención en los yacimientos argentinos.46


  Al reglamentar la ley 7.059, el Poder Ejecutivo no reconoció las solicitudes de permisos de cateo anteriormente presentadas sobre la zona reservada en 1907. Consecuentemente, para acceder a las zonas liberadas de la reserva debieron presentarse nuevas solicitudes, lo que hizo que su número creciera significativamente. Considerando las provincias de Chubut y Santa Cruz, las solicitudes de permisos de cateo pasaron de 42 en 1909, a 151 en 1910, y a 186 en 1911. En cuanto a los permisos otorgados en ambos territorios, saltaron de 41 (por casi 80.000 hectáreas) en 1909, a 85 (por 155.000 hectáreas) en 1911. También cobraron mayor intensidad las transferencias de derechos mineros: se pasó de 4 trámites en 1910, a 34 en 1911, y 10 en 1912, reflejando en forma indirecta el interés que despertó la reducción de la zona reservada.


  Los titulares de las solicitudes de cateo eran en general particulares y empresas organizadas localmente sin experiencia en el sector, que concentraron su esfuerzo en conseguir los permisos cerca de la zona de la reserva original, llevando adelante algunas tareas de exploración con dificultades y carencias presupuestarias aun superiores a las enfrentadas por la explotación estatal.


  El esfuerzo de los particulares aparece retratado en un informe sobre el estado de las concesiones que elevó en noviembre de 1911 el director de Minas, Enrique Hermitte, al ministro de Agricultura, Eleodoro Lobos. Hermitte mostraba que prácticamente toda la zona originalmente reservada por el Gobierno y liberada por la ley 7.059 se encontraba alcanzada por permisos de cateo solicitados por los particulares entre 1910 y 1911. Pero como no se había registrado ningún descubrimiento de petróleo, no había sido necesario otorgar ninguna concesión de explotación de minas, por lo que todos los permisos de cateo caducaban a menos de un año de concedidos. Es por ello que los tan temidos riesgos de especulación y acaparamiento no parecían ser hasta ese momento motivos de preocupación para Hermitte.47


  En cambio, los exiguos plazos fijados por el Código de Minería sí preocupaban a la Dirección de Minas, ya que resultaban casi incompatibles con los requerimientos de la exploración petrolera en la región. El Código exigía que los trabajos comenzasen en un plazo máximo de 30 días luego de la concesión del permiso, pero las autoridades sabían que era necesario contratar una máquina perforadora con capacidad mínima de 500 metros que no estaba disponible en el país.


  Si tomamos como referencia la explotación estatal, el plazo de 290 días era demasiado corto como para realizar una perforación cuidadosa que alcanzase el horizonte petrolífero de 500 metros de profundidad, aun en el caso de que las máquinas del inversor particular se encontraran disponibles en el terreno desde el primer día. A modo de ejemplo, el pozo “9” de la explotación estatal en Comodoro fue comenzado en marzo de 1912, y la perforación finalizó, a 533 metros de profundidad, 17 meses después.


  Acelerar los trabajos para cumplir con los plazos podía conducir a un mal aislamiento de las aguas, o a un manejo inadecuado del gas, ambos con consecuencias funestas sobre la productividad de los yacimientos. Por lo tanto, la Dirección de Minas prefería conceder prórrogas y extensiones de plazos con el fin de suplir las deficiencias de la legislación. En noviembre de 1911, se habían dispuesto prórrogas administrativas para “diferir la instalación de los trabajos a diez solicitantes, por un término que varía entre cuatro y ocho meses”.48


  Para las autoridades la proliferación de permisos de cateo no era preocupante porque no generaba ningún derecho en firme, mientras las prórrogas eran razonables porque facilitaban las labores de los particulares que invertían genuinamente en la exploración de la región. Pero para quienes creyeron percibir un proceso incipiente de acaparamiento especulativo de tierras petroleras en Comodoro por parte de los grandes trusts petroleros internacionales y sus representantes locales, estos dos elementos de la política de concesiones de la Dirección de Minas eran concluyentes: los privados se habían apropiado de toda la antigua zona de reserva que rodeaba a la explotación estatal, y se perpetuaban en la zona mediante prórrogas y extensiones irregulares.


  La política petrolera de Figueroa Alcorta ha sido criticada por algunos autores, que la han caracterizado como indiferente al problema del petróleo.49 Esta visión, sin embargo, no parece sustentarse en los hechos. El decreto de reserva firmado por el presidente al día siguiente del descubrimiento, la ley especial de 1910 y un presupuesto reforzado que significaba un aumento del 10% en los fondos de todo el Ministerio de Agricultura, indican que el petróleo iba ocupando lentamente un lugar destacado en la agenda de preocupaciones y prioridades de las autoridades. La dirigencia argentina estaba dispuesta a apoyar la explotación estatal y a modificar la visión tradicional favorable a la explotación privada contenida en el Código de Minería. Pero ese apoyo estaba sujeto a reservas y condicionamientos, y era impensable esperar una asignación presupuestaria desmedida.


  Roque Sáenz Peña, Huergo y el surgimiento del nacionalismo petrolero


  El acceso de Roque Sáenz Peña a la presidencia brindó un nuevo impulso a la explotación de petróleo en el sur. Sáenz Peña, simpatizante del ex presidente Juárez Celman, ya había sido candidato a la presidencia en 1892 y trascendería históricamente por la sanción de una nueva ley electoral en 1912 que modificaría el panorama político argentino.


  Sáenz Peña asumió la presidencia de la Nación el 12 de octubre de 1910, acompañado de Victorino de la Plaza como vicepresidente. En diciembre, a sólo tres meses de la sanción de la ley 7.059, el nuevo presidente decretó que la explotación petrolera en la zona de reserva se efectuaría por administración estatal, desechando la opción del loteo y las licitaciones a los empresarios particulares prevista por la norma. En sus fundamentos, el decreto respectivo mencionaba: “Si el Honorable Congreso ha autorizado la explotación por el Estado será porque ha confiado en el celo con que ejercitará sus aptitudes administrativas y en el acierto con que organizará sus servicios técnicos”. Por las dudas agregaba: “Aun en el supuesto que esa explotación directa por el Estado no diera todos los resultados que el Honorable Congreso ha esperado [...] siempre habría tiempo para rectificar este sistema limitando su aplicación a una zona menor y más conocida”.50


  Si bien el decreto era favorable a la explotación estatal en Comodoro, lejos estaba de excluir a los capitales privados del futuro desarrollo de la industria petrolera argentina: “Una vez demostrada prácticamente la posibilidad de las explotaciones de esta naturaleza y del consumo del producto, no hay duda que los capitales tratarán de encontrar aplicaciones en los numerosos yacimientos petrolíferos que posee el país en Salta, Jujuy, Mendoza, Neuquén, Chubut, Santa Cruz y Tierra del Fuego”.


  Confirmando la decisión del nuevo Gobierno tendiente a impulsar la explotación estatal, se creó y reglamentó la Dirección General de Explotación del Petróleo de Comodoro Rivadavia, una nueva dependencia dentro del Ministerio de Agricultura. Esta Dirección General, embrión de la futura YPF, reemplazó a la Dirección de Minas, Geología e Hidrología en la responsabilidad de la administración de la reserva de Comodoro. Como cualquier otra dependencia pública, la Dirección de Explotación debía ingresar al tesoro de la Nación cualquier recurso generado por su actividad y dependía de los fondos que se le asignaran en el presupuesto para funcionar. Con el paso del tiempo, se tornaría evidente que estas condiciones resultaban incompatibles con el funcionamiento de un emprendimiento industrial.


  La relación entre el Estado y la incipiente industria petrolera pasó entonces a descansar sobre dos dependencias del Ministerio de Agricultura: la Dirección de Minas, Geología e Hidrología, que regulaba y supervisaba el cumplimiento de las normas con base en el Código de Minería y perforaba en el resto del país en busca de agua, petróleo y otros minerales; y la Dirección de Explotación, que se ocupaba de administrar los pozos bajo control estatal de Comodoro.


  Para conducir la nueva Dirección de Explotación se formó una Comisión Administradora especial presidida por el ingeniero Luis Augusto Huergo y conformada por Enrique Hermitte, el Dr. Pedro Arata, José A. Villalonga y Adolfo Villate. El ingeniero Huergo tenía 73 años cuando fue nombrado al frente de la Comisión Administradora, y una importante carrera pública en la Argentina. Se había destacado por un proyecto presentado para la construcción del puerto de Buenos Aires, finalmente reemplazado por el proyecto del ingeniero Eduardo Madero. Había sido diputado y senador provincial, ministro de Obras Públicas de la provincia de Buenos Aires y decano y profesor de la Facultad de Ciencias Exactas de la Universidad de Buenos Aires. Hermitte, por su parte, mantuvo simultáneamente su puesto como director de Minas, Hidrología y Geología del Ministerio de Agricultura. Pedro Arata era un químico reputado, director nacional de Agricultura y precursor de la Facultad de Agronomía de la Universidad de Buenos Aires. Villalonga era contador y representaba a los ferrocarriles, mientras que Adolfo Villate era un conocido comerciante de Buenos Aires, cuya familia donó la actual residencia presidencial de Olivos.


  Hermitte tenía una vasta experiencia en la incipiente industria petrolera argentina, tanto por su paso por la Compañía Mendocina como por su rol al frente de la Dirección de Minas. En su posición respecto del problema de Comodoro comenzaban a advertirse elementos que en los años siguientes ocuparían un lugar preponderante en las discusiones sobre el petróleo argentino. Poco antes de su designación en la Comisión Administradora, y en ocasión de comentar la sanción de la ley 7.059, Hermitte enfatizó su aprehensión a las grandes compañías petroleras internacionales, los tan temidos trusts del petróleo: “Es bien sabido que numerosos trusts gobiernan el mercado y aun la provisión de petróleo en el mundo, y son evidentemente contrarios a la gestión de nuevas fuentes de producción del precioso mineral. Es permitido pues pensar que seguramente los mismos intereses tenderán a contrariar la explotación del petróleo de Comodoro”.


  Hermitte alertaba también sobre la segura oposición al desarrollo de Comodoro de los “intereses de los carboníferos, cuya industria está amenazada por la introducción de un nuevo combustible en la economía nacional”.51


  La posición de Hermitte no era, sin embargo, de abierta hostilidad al capital privado sino de preocupación por el desarrollo de las reservas y de temor frente a una posible actitud especulativa de los trusts. Planteaba como alternativa que el Estado entregase la concesión a una empresa particular una vez transcurridos los cinco años reservados. Anticipaba además un escenario posible en el que no toda la reserva fuera mantenida para la explotación estatal, y recomendaba en consecuencia las áreas a concesionar y las condiciones a exigir a los particulares.


  En forma inmediata a su creación a comienzos de 1911, la Comisión Administradora en pleno se trasladó a Comodoro con el fin de realizar un diagnóstico del estado de la explotación. Al igual que sus antecesores, los nuevos administradores se encontraron con serias deficiencias en materia de infraestructura (disponibilidad de agua, muelles, tanques) que condicionaban las perspectivas de la explotación estatal. Amén de las propias dificultades en la perforación de pozos, las restricciones en materia de almacenamiento y transporte impedían aumentar la disponibilidad de petróleo.


  De los siete pozos perforados en la zona desde el comienzo de las actividades, sólo dos estaban en producción (el pozo 4 “Hidrología” y el pozo 7 “Jefe”), por medio del sistema llamado de “cuchareo”.


  Al finalizar su visita, la Comisión Administradora concluyó que resultaba necesario y fundamental asegurar la provisión de agua y construir tanques de almacenamiento y un puerto para embarcar los productos. Como administrador en Comodoro fue designado el ingeniero Leopoldo Sol, que hasta ese entonces trabajaba en la Dirección de Minas junto a Hermitte.52 El ingeniero Alberto Scheneidewind fue designado representante para la contratación de materiales en Europa y los Estados Unidos. Con una disponibilidad inicial de fondos de 465.000 pesos, la Comisión Administradora comenzó con entusiasmo a desarrollar la explotación de Comodoro.


  La marcha diaria de los trabajos en Comodoro era responsabilidad de Sol. Durante el año 1911, el administrador concentró los trabajos en los pozos ya previamente perforados, utilizando la máquina perforadora de 1.000 metros en el pozo “7”, y la de 500 metros en el pozo “2”. Hacia fines de año, el pozo “7” bombeaba 13 metros cúbicos de petróleo diarios.53


  En 1911, la producción total apenas alcanzó los 2.082 metros cúbicos de petróleo, inferior a la del año anterior. La producción argentina era aún insignificante respecto a la producción mundial, que en ese mismo año alcanzó 46 millones de metros cúbicos. Cerca de dos tercios de la producción correspondían a yacimientos de Estados Unidos, que tenía 149.000 pozos en producción, con una media de 170 toneladas anuales por pozo. El 20% de la producción se localizaba en Rusia, y el 4% en México.


  Ansioso por mejorar el desempeño de la explotación de Comodoro, Sol resolvió perforar nuevos pozos sin esperar la llegada del geólogo europeo prometido por la Comisión Administradora. Utilizando la máquina de 1.000 metros, el pozo “8” comenzó a perforarse al norte de la zona explorada, y a comienzos de 1912 se descubrió petróleo a 550 metros de profundidad. En marzo de 1912 comenzó a perforarse el pozo “9”, y en abril el número “10”.


  Mientras Sol se ocupaba de los trabajos en Comodoro, el ingeniero Huergo peleaba en Buenos Aires por conseguir más fondos para la Dirección General. En abril de 1911 impulsó un pedido al Ministerio de Agricultura de dos millones de pesos para Comodoro, citando como ejemplos los casos del desarrollo de la industria en Estados Unidos y Rusia.


  La posición de Huergo, sin embargo, no contaba con el respaldo unánime de los miembros de la Comisión Administradora. Pedro Arata, quien se había llevado una mala impresión de la explotación fiscal en su visita a Comodoro, dudaba de las ventajas de asignar más fondos, y no veía con malos ojos la eventual explotación de Comodoro a través de “sindicatos o empresas con buenas bases de concesión”.54 Las disidencias de Arata con Huergo fueron comentadas por The Review of The River Plate, la revista de negocios más importante en la Buenos Aires de aquellos años. La publicación, vinculada a la Casa Tornquist, apoyaba la posición de Arata en contra de Huergo señalando que “el Gobierno no estaba en condiciones de desarrollar esa industria, y sólo las empresas privadas podían llevar adelante los trabajos”.55


  Las empresas privadas habían comenzado a mostrar cierto interés en el petróleo de Comodoro. El Banco Alemán había encomendado a un reputado geólogo el estudio del petróleo de Comodoro, tarea que finalmente recayó en el profesor Walter Schiller, catedrático de la Universidad de La Plata. En un permiso de cateo ubicado al norte de la reserva estatal, la Compañía del Golfo de San Jorge había comenzado a explorar, perforando un pozo en la costa.


  Huergo enfrentó duramente a Arata, y recibió el apoyo de otros miembros de la Comisión también contrarios al ingreso de los capitales privados, incluyendo a Hermitte. En el mes de junio, Huergo y Hermitte dejaron de lado las reservas de Arata y firmaron la presentación del pedido de fondos afirmando que “el hallazgo de petróleo debería aceptarse como una bendición del cielo”.56 Derrotado por Huergo, Arata renunció a la Comisión Administradora que comenzaba a tomar un claro perfil de defensa de la explotación estatal y de hostilidad hacia las compañías privadas extranjeras. El nacionalismo petrolero había ganado una de sus primeras batallas.


  El Congreso asignó a la explotación un presupuesto de un millón de pesos para el año 1912, la mitad del monto solicitado por la Comisión Administradora. Los recursos se destinaron a la producción, y a resolver el problema del muelle y de los cuatro tanques de almacenaje.


  La Marina de Guerra, informada de los cambios que el petróleo estaba provocando en la propulsión de los buques en el mundo, comenzó a interesarse por la explotación de Comodoro. En noviembre de 1911, la renuncia de José Villalonga abrió la oportunidad para ubicar a un marino, Gustavo Sunblad Roseti, dentro de la Comisión Administradora. Por primera vez, un militar participaba de la conducción de la exploración petrolera estatal. Poco tiempo después, la Marina presentó al presidente Sáenz Peña un proyecto de desarrollo de la explotación fiscal más ambicioso que los de Huergo, que requería de un capital inicial de 100 millones de pesos. En los fundamentos de la propuesta se señalaba que por grande que sea el número de millones que se empleen para facilitar al consumidor el petróleo de Comodoro Rivadavia, siempre resultará una operación económica, noble por su provecho pecuniario y más noble aún por el colosal impulso que dará al país en todos sus órdenes de progreso y en la consideración política entre todas las naciones.57
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    Carátula de la Memoria de la Dirección General de Explotación del Petróleo, 1912/1913.

  


  Huergo, por su parte, intensificó los esfuerzos para obtener apoyo financiero para Comodoro. A principios de 1913 se entrevistó con el vicepresidente Victorino de la Plaza, en ese momento a cargo transitoriamente de la presidencia, transmitiéndole la necesidad primordial de terminar la construcción de los tanques y el muelle de Comodoro. De acuerdo a Huergo, De la Plaza le “expresó sus deseos de que traiga petróleo a los puertos principales para comenzar su utilización, insinuando la conveniencia de adquirir buques tanques”.58


  Pese a que en 1912 el Congreso había retaceado el apoyo presupuestario, la Comisión Administradora liderada por Huergo redobló la apuesta proponiendo un programa de trabajos para el bienio 1913/1914 que costaba más de cinco millones de pesos, incluyendo la perforación de 40 pozos nuevos de explotación y otros pozos de exploración a gran profundidad en la zona de reserva. El programa preveía una expansión de los tanques, cañerías, buques tanques e instalaciones generales para el personal.


  Pero las ambiciosas propuestas no llegaban a convertirse en hechos concretos, y los trabajos en Comodoro seguían condicionados por la falta de fondos –incluso los presupuestados tardaban en llegar– y las dificultades estructurales, en especial la carencia de agua que a veces obligaba a reducir los turnos de explotación de algunos pozos. La imposibilidad de almacenar y transportar el producto obligaba a la Comisión Administradora a rechazar permanentemente pedidos de petróleo de potenciales clientes ubicados fuera de la zona de Comodoro deseosos de adquirir el petróleo fiscal.


  Para la city porteña, la falta de fondos no era la única causa de los problemas de la explotación estatal. En la visión de los petroleros privados, la escasa experiencia petrolera de quienes estaban a cargo de las perforaciones en Comodoro contribuía también a los magros resultados. Según los ingenieros de la Oil Well Engineering Company, una compañía inglesa de perforaciones que comenzó a trabajar en Comodoro en esos años, los pozos en la reserva estatal habían sido hechos por “perforadores alemanes sin experiencia en perforación petrolera”, que no habían sabido manejar el aislamiento de las aguas que invadían el yacimiento.59


  El escepticismo crítico de las empresas particulares y de los hombres de negocios sin dudas llegaba a los miembros de la presidencia y del Congreso que debían tomar decisiones respecto a Comodoro. En ese contexto, resultaba difícil que la dirigencia política apoyara sin reservas los ambiciosos proyectos de Huergo y sus colegas de la explotación estatal.


  Huergo contra la Standard Oil


  Ante las sucesivas respuestas negativas a sus pedidos de fondos, Huergo decidió jugar fuerte. El 8 de abril envió un extenso e inflamado memorando al ministro de Agricultura fundamentando un nuevo pedido de presupuesto, esta vez por 15 millones de pesos.


  Huergo iniciaba su escrito afirmando que “los yacimientos de Comodoro Rivadavia eran de los más ricos y extensos del mundo”, y luego hacía un análisis técnico detallado para fundamentar el monto de dinero requerido. Estimaba que en la Argentina era necesario contar con dos millones de toneladas anuales de petróleo para sustituir al carbón importado y satisfacer el consumo nacional, para lo cual planteaba un programa de trabajos que incluía explorar en forma intensiva 200 hectáreas y realizar cien nuevas perforaciones que produjeran un mínimo de 1.200.000 toneladas. Asimismo proponía adquirir doce máquinas perforadoras, baterías de almacenaje en el yacimiento, cuatro buques de transporte de 15.000 toneladas, depósitos, y tanques, para llevar el petróleo a los principales puertos del país.


  Tras describir el programa de trabajos propuesto, el escrito de Huergo se adentraba en el análisis de la industria petrolera mexicana, en esos años un ejemplo de convulsiones políticas relacionadas con la industria petrolera y las compañías internacionales. En un capítulo titulado “La nueva Conquista de Méjico por el Rey Petróleo”, Huergo comenzaba el ataque frontal a las compañías americanas:


  El Imperio del Petróleo, el Buitre Norteamericano, ha dominado al mundo en un cuarto de siglo. El ejemplo actual de lo que pasa en México debe servir de lección a los países de Sudamérica y la República Argentina debe estudiarla a fondo para precaverse de las aceradas garras del buitre, para conservar sin desgarramientos la integridad de su nacionalidad y para mantener, consolidar y aumentar el bienestar de sus habitantes.


  Luego, redirigía sus críticas a la Argentina:


  Los poderes públicos, con una lentitud increíble y una mezquindad inconcebible, han tardado seis años en poner en claro y en hacer conocer al pueblo las inmensas riquezas que representan los grandes yacimientos de petróleo de Comodoro Rivadavia. Entre tanto han llegado las hulanas de descubierta, las wild catting operators que han acaparado la tierra de promisión (¡más de 80.000 hectáreas en un solo sindicato!) han reclutado a una falange de prosélitos, poco de ellos conscientes y la gran mayoría inconscientes, haciendo accionistas a ministros, legisladores, abogados, cagatintas de Sarmiento, jefes de divisiones y secciones administrativas, miembros de redacción de periódicos, directores de imprentas del Estado, jefes de la Armada y del Ejército y Ministros de la Religión, etc.


  Realizaba también una cruda descripción de la Standard Oil que obtuvo gran trascendencia:


  Los actos de la Standard Oil son juzgados en todas partes como actos de piratas usurarios, despiadados, capitaneados por un ex sacristán que empezó por llevar a la ruina y a la desolación a millares de familias de sus propios conciudadanos que, como el pulpo, ha extendido sus tentáculos a todas partes, acumulando fortunas colosales de miles de millones de pesos amasados con lágrimas y sangre humanas, que tiene en jaque al Gobierno y a las instituciones de su propio país, y que introduce la corrupción, la guerra civil y la ruina nacional en otros países.60


  En contraste con la virulencia de sus críticas a la Standard Oil, Huergo parecía tener una visión benévola sobre las empresas inglesas, en especial la Pearson, a la que describía como una “firma de particulares caballeros ingleses que es realmente un socio activo del Gobierno del país”. Si bien relataba la lucha sin cuartel entre ambos grupos y sus consecuencias para México, el énfasis de las críticas estaba siempre puesto en la Standard Oil, mientras que los ingleses aparecían como resistiendo los ataques de los norteamericanos.


  Finalmente, Huergo volvía a ocuparse de la situación de la Argentina. Denunciaba una suerte de campaña de acción psicológica inmediata al descubrimiento de Comodoro con “personajes de opereta que se ven encargados de desacreditar los yacimientos, y de negar el éxito de los trabajos realizados por el Gobierno”, y el acaparamiento de tierras por parte de extranjeros, fenómeno que “no se había apercibido de documento alguno al respecto en el archivo recibido de la Dirección General de Minas, Geología e Hidrología”.


  Como prueba del acaparamiento, Huergo citó una publicación inglesa en la que se describía la asamblea anual de la compañía Argentine Gulf Oil Syndicate Ltd.61De acuerdo con el texto, esta empresa declaraba poseer 6.500 hectáreas de tierras en la zona de Comodoro, y una suerte de opción por un extenso territorio de 81.000 hectáreas adicionales. Para enfatizar el punto, Huergo citaba un informe entregado al Ministerio de Agricultura en enero de 1913 por el ex jefe de la Sección Hidrología, donde decía que el anuncio del descubrimiento –en Comodoro– produjo alarma en el extranjero y las grandes compañías petroleras mandaron urgentemente comisionados caracterizados con amplias facultades para acaparar en cualquier forma los nuevos yacimientos si presentaban una competencia seria a su intereses, o aniquilar el desarrollo de la explotación, aun cuando no fueran muy temibles.


  Huergo denunciaba:


  En Comodoro Rivadavia apenas tres o cuatro máquinas trabajan, o parecen trabajar en una extensión de muchos miles de hectáreas, y es una suerte que la propiedad minera de acuerdo con nuestra Ley de Minas esté basada en el trabajo, lo que ha de permitir indudablemente declararlas caducas en cualquier momento.


  Por último, afirmaba:


  La idea del señor Ministro de no registrar en adelante nuevas concesiones de cateo hasta que una legislación petrolífera adecuada proteja suficientemente esta riqueza pública no ha podido menos que encontrar en esta Dirección General su más decidido apoyo. Esta Dirección General cree indispensable un estudio serio por parte de los Poderes Públicos de todas las cuestiones referentes a la explotación de las minas de petróleo, hasta la distribución del mineral y sus derivados, las cuales en su opinión convendría estuvieran bajo la jurisdicción nacional en toda la República, y con la mira más particular de utilizarlo como combustible para abaratar los fletes y fomentar y crear industrias.


  Al alcanzar difusión pública, el documento de Huergo generó una enorme polémica. No era para menos; el director de la explotación petrolera estatal denunciaba el acaparamiento de grandes extensiones de tierra en la zona de Comodoro por parte de los trusts petroleros internacionales, en particular la Standard Oil, con la supuesta complicidad de funcionarios del Gobierno.


  Con el tiempo, el memorando de Huergo se convertiría en un documento central del nacionalismo petrolero argentino, citado una y otra vez por los autores de esa corriente de pensamiento. Incluso hoy, a casi cien años de la redacción del memo, se siguen escribiendo libros que mencionan las acusaciones de Huergo y el acaparamiento de las 81.000 hectáreas.62


  Resulta sorprendente que imputaciones realizadas sobre bases tan débiles hayan alcanzado semejante trascendencia histórica. Pocas semanas después de la difusión del informe, el Centro Naval exigió explicaciones sobre los “Jefes de la Armada” a los que se refería Huergo. Intentando bajar el tono de las acusaciones, la Comisión Administradora respondió que en el memorando no había alusiones personales, sino “ideas generales tendientes a dar la voz de alarma sobre los peligros que envolvería el acaparamiento de grandes firmas petrolíferas”.63


  Pero la historia del acaparamiento y de las 81.000 hectáreas de la Argentine Gulf Oil Syndicate tampoco pudo sostenerse. El ministro de Agricultura, responsable político de la Dirección de Explotación y de la Dirección de Minas, declaró en el Congreso que la afirmación de Huergo con respecto a las 81.000 hectáreas era inexacta y que en la zona sólo estaban en pie cerca de cinco o seis permisos, cada uno de ellos otorgado por un máximo de 2.000 hectáreas.


  La verdad es que The Argentine Gulf Oil Syndicate Ltd. nunca hubiera pasado a la historia de no ser mencionada por Huergo en su memorando. Su opaca actuación en la zona de Comodoro se había limitado a la terminación de un pozo inicialmente perforado por la Compañía del Golfo de San Jorge, la primera empresa privada que había iniciado tareas de exploración en la zona después del descubrimiento de 1907, y a la perforación inconclusa de un pozo propio.


  En 1911, The Argentine Gulf Oil Syndicate firmó un acuerdo con la Compañía del Golfo de San Jorge y se hizo cargo de la perforación. Luego de tapar el fondo del pozo, intentó estudiar algunas de las formaciones que habían sido señaladas con petróleo, en particular a los 276 metros. Los esfuerzos no dieron resultado y en febrero abandonaron la perforación. La empresa inició un pozo nuevo en un permiso de cateo propio, que no pasó de los 300 metros de profundidad y a principios de 1912, al agotarse los fondos, fue también abandonado. Frente a la falta de pago de los compromisos acordados, la Compañía del Golfo de San Jorge pidió la quiebra de The Argentine Gulf Oil Syndicate en octubre de 1912, varios meses antes de que Huergo la denunciara como acaparadora de extensas zonas de Comodoro. La quiebra de la empresa sería posteriormente caratulada como fraudulenta.64


  Más que un temible pulpo capitalista, The Argentine Gulf Oil Syndicate parece haber sido un emprendimiento riesgoso de capitalistas aventureros, que se quedaron sin fondos luego del fracaso de la primera perforación. No se trataba de una compañía petrolera ya instalada en el negocio, sino de un grupo de audaces que buscaba un golpe de suerte millonario en las alejadas costas del sur argentino.


  Para conseguir capital, era habitual que estas compañías nuevas prometiesen el acceso a las reservas de hidrocarburos más extensas y ricas del mundo, aun cuando sus derechos reales sobre las áreas petroleras fuesen muy limitados. En la asamblea de 1911 citada por Huergo, los accionistas de The Argentine Gulf Oil Syndicate estaban decepcionados por el fracaso de las perforaciones. Para revertir el clima negativo, el presidente de la compañía no sólo mencionó el supuesto derecho sobre 81.000 hectáreas, sino que buscó otros argumentos, algunos un tanto ingenuos. Comentando que verdaderas empresas habían empezado a trabajar en la zona de Comodoro, el Presidente enfatizó que era “imposible imaginar a esta gente influyente poniendo esa cantidad de dinero en operaciones de perforación en áreas cercanas a las de la empresa a menos de que estuvieran verdaderamente convencidos que las propiedades tenían enormes potencialidades”. Todo indica que los accionistas no se conmovieron con el discurso optimista del chairman de The Argentine Gulf Oil Syndicate. Sin fondos para continuar los trabajos, la compañía debió ponerle fin al proyecto de Comodoro mucho antes de ser denunciada por Huergo.65


  En el Congreso, el explosivo informe de Huergo, leído en voz alta por el diputado conservador Adrián Escobar, complicó la discusión del presupuesto para la explotación estatal y motivó la posterior conformación de una comisión investigadora especial, a la que debió concurrir Huergo para explicar sus afirmaciones.66 Los legisladores calificaron al informe como “una diatriba contra los que gobiernan”. El ministro Mujica desacreditó parcialmente el memorando, pero excusó a Huergo recordando su “temperamento ardiente, pese a su avanzada edad”.67


  El diario La Nación asumió también una posición muy crítica con respecto al memorando. La Nación expresaba sus dudas sobre el acaparamiento de tierras dado que como “... los presuntos acaparadores se han presentado en quiebra, no alcanza a percibirse el peligro y la amenaza al patrimonio fiscal”.68


  Acosado por la repercusión de sus afirmaciones y las reacciones generadas, Huergo debió retroceder y desmentir cualquier acusación personal. En su descargo, sostuvo que probablemente “el Memorando podría no traducir fielmente el pensamiento del autor, pues fue escrito rápidamente y quizás la construcción de las frases observadas podría dar asidero a que espíritus cavilosos señalaran en ellas el propósito de hacer cargos o imputaciones determinadas”. En la misma semana que estalló el escándalo, Huergo declaraba al diario La Nación: “No niego que puede haber alguna exageración en mis palabras, pero el propósito las salva”.69


  Tiempo después, un miembro de la comisión investigadora legislativa, el diputado Luis María Drago, desacreditó rotundamente las denuncias de Huergo, señalando que “se llegó a la conclusión de que los cargos eran, en realidad, infundados. El mismo Huergo los desmintió”. Drago relató que al ser Huergo interrogado acerca de los ministros de la Iglesia mencionados en su informe, respondió que “por humorismo se había referido el denunciante a un señor de apellido Sacerdote, que creía era judío. Más o menos, las denuncias eran todas por ese estilo”.70


  Cuando se conoció el memorando de Huergo, la Standard Oil no tenía actividades de exploración y producción en la Argentina, pero ya había desembarcado en el atractivo mercado de comercialización de combustibles líquidos.


  En los comienzos del siglo XX, este mercado era explicado por un único producto, el querosene, que era adquirido en su totalidad en el exterior. Las importaciones de querosene pagaban un arancel (se elevó de un centavo y medio por litro a tres centavos por litro en 1898), mientras que las importaciones de petróleo ingresaban al país sin pagar aranceles. En 1905, el crecimiento del mercado de querosene local y la estructura diferencial de aranceles indujeron la creación de la primera refinería de América Latina, instalada en Campana por la Compañía Nacional de Aceites. La compañía procesaba crudo importado libre de arancel, y se beneficiaba del arancel que gravaba al querosene.71


  El mercado argentino de combustibles, el más importante de América después de los Estados Unidos y con perspectivas de crecimiento muy alentadoras, comenzó a llamar la atención de las grandes compañías internacionales. Pese a que la economía argentina estaba más vinculada a Gran Bretaña que a los Estados Unidos, fue la Standard Oil of New Jersey (SONJ) quien tempranamente ocupó un lugar de liderazgo en la importación y comercialización de combustibles, como así también en las incipientes actividades de refinación local. Lo hizo a través de su filial West India Oil Company (WICO), que realizaba las operaciones de comercialización de la SONJ en toda América Latina, con excepción de Brasil.


  Jonathan Brown destaca dos elementos que pueden explicar el ingreso de la SONJ a la Argentina en el segmento de la comercialización y la refinación, antes que en la exploración y la producción de petróleo. En primer lugar, “Standard Oil tenía pocas razones para ponerse a producir en el extranjero en tanto tenía una oferta adecuada de petróleo crudo de Estados Unidos”. Como veremos más adelante, esta situación cambiaría sustancialmente luego de la guerra europea. Adicionalmente, el ingreso de la Standard en operaciones comerciales e industriales en la Argentina no generaba los conflictos y resistencias observables en el área de la exploración y producción. Las compañías internacionales “encontraron más oposición política a sus operaciones en el área de la producción que en las actividades de refinación y comercialización en América del Sur”.72 Para la Standard, el ingreso en el downstream argentino resultaría mucho menos traumático que el acceso a las reservas de petróleo.


  El primer paso de la Standard Oil en el mercado local se produjo en 1911, con el arribo a Buenos Aires del buque Hall cargado de gasolina y querosene. La Standard detectó las ventajas que la estructura arancelaria ofrecía para la refinación local, y a fines de ese mismo año, adquirió el control de la refinería de Campana, con un capital inicial de siete millones de pesos que permitió agrandar y modernizar la refinería.73


  En 1913, comenzó a discutirse en el Congreso un proyecto de reducción del arancel para el querosene, y de incremento para el del petróleo crudo. Los defensores del proyecto denunciaban que el sistema arancelario vigente otorgaba una protección del cien por ciento para los productores locales de querosene, mientras que la Standard sostenía que el cargo de tres centavos por litro de querosene significaba una protección cercana al 35%, similar a la de los países europeos.74 La iniciativa fue rechazada por la Compañía Nacional de Petróleo, la subsidiaria de la Standard Oil que operaba la refinería, y por su red de distribuidores, los dueños de garajes y otros grandes intermediarios de combustibles líquidos.


  El ingeniero Andrés Patterson, director general de la Compañía Nacional de Petróleo, se reunió con el ingeniero Huergo para discutir las propuestas de modificación de la estructura arancelaria. Para conseguir el apoyo de Huergo y de la Comisión Administradora, Patterson proponía mantener el impuesto al petróleo refinado importado, y destinar los fondos recaudados a la explotación estatal.


  El esquema arancelario no sufrió ningún cambio, y la refinería de Campana aumentó su producción desde 17 millones de litros de querosene y productos en 1912, a cerca de 40 millones en 1914. En ese año, la Standard instaló la primera bomba de gasolina para expendio al público minorista con la marca WICO en la plaza Lorea de Buenos Aires.75


  De acuerdo con los datos aportados por George Philip, entre 1912 y 1914 la WICO ganó en América Latina cerca de un millón de dólares anuales, algo más del 10% del total de ganancias mundiales en comercialización del grupo Standard Oil. Los aumentos de precios provocados por la guerra llevarían las ganancias de la WICO a dos millones de dólares en 1915, y a cuatro millones en 1916. Phillip indica que “es probable que la Argentina haya aportado la mayor parte de las ganancias de la West India Oil Company, aunque sólo fuese por el tamaño de su mercado interno”.76


  Mientras se consolidaba en el segmento de la refinación y comercialización, la Standard comenzó a mostrar interés por la explotación en Comodoro. En sus reuniones con Huergo, Patterson “hizo la insinuación de que lo ayudara a obtener la distribución del petróleo de Comodoro Rivadavia”, para lo cual proponía que la Standard aportara instalaciones, buques y otras inversiones, en un esquema considerado por la empresa como muy conveniente para el Gobierno argentino.77


  A fines de 1913, después de reunirse con Huergo, el ingeniero Patterson visitó el yacimiento de Comodoro junto a un grupo de técnicos de su compañía. Invocando una supuesta amistad con Huergo, solicitó permiso para recabar información y recorrer las instalaciones. El administrador del yacimiento, el ingeniero Sol, no accedió a la solicitud, obligando a los visitantes a circular todo el tiempo acompañados por funcionarios de la explotación estatal.


  Ofuscados por las trabas impuestas por Sol, de regreso a Buenos Aires los funcionarios de la Compañía Nacional de Aceites se quejaron frente al ministro de Agricultura, quien a los pocos días comunicó a la Comisión Administradora que consideraba conveniente transmitir al administrador Sol que les permitieran ver toda la explotación.


  El episodio derivaría en un nuevo escándalo que enfrentaba a Huergo con los trusts petroleros internacionales. La versión recogida por el nacionalismo petrolero indica que el ejecutivo de la Standard Oil invocó una falsa amistad con Huergo para confundir al administrador de Comodoro, y de esa forma espiar las instalaciones de la explotación estatal. El episodio se convirtió en un ejemplo más de los avances de los trusts sobre la base del engaño y la mentira, y de la influencia perniciosa de la Standard Oil en las altas esferas oficiales.78


  Las visitas de empresarios particulares petroleros al yacimiento de Comodoro eran algo común, por lo que el episodio aparece un tanto magnificado. Para los nacionalistas, sin embargo, cualquier contacto y/o acuerdo con los trusts comenzaba a ser percibido como una señal inequívoca de traición a los intereses nacionales. En consecuencia, una tensión creciente residía dentro mismo de la estructura organizativa del Ministerio de Agricultura: ¿debía el Ministerio promover la participación de los particulares en la explotación petrolera? ¿O por el contrario debía protegerse de ellos, entre otras cosas ocultando la información sobre el desarrollo de la explotación estatal? La primera, era por definición la posición tradicional de la División de Minas, mientras que la segunda era la visión que iba tomando cuerpo en la Dirección de Explotación, la futura YPF.


  Sáenz Peña defiende la explotación estatal y surgen las compañías privadas de Comodoro


  En mayo de 1913, en sintonía con el discurso nacionalista de Huergo, el presidente Sáenz Peña reforzó su apoyo a la explotación estatal al prohibir por decreto la denuncia de minas alrededor de la zona reservada en Comodoro. El comportamiento especulativo de gran parte de los solicitantes de permisos de cateo y su capacidad para burlar las reglamentaciones oficiales habían terminado por preocupar a las autoridades de la Dirección de Minas. En un informe oficial publicado tiempo después, el ingeniero De Pedroso, inspector de Minas de la Dirección de Minas, Geología e Hidrología, criticó la actitud especulativa de los privados, a quienes describía “armando máquinas perforadoras e iniciando trabajos que no tardaban en abandonar.79 En la Memoria de la Explotación de Comodoro de 1912/1913, las autoridades comentaban también los métodos de los especuladores para renovar recurrentemente los permisos de cateo, preocupadas por “la dificultad que tuvieron ciertas agrupaciones que deseaban hacer alguna perforación en encontrar un permiso de cateo bien situado, sin pagar fuertes derechos a sus concesionarios”.80


  El Gobierno había llegado a la conclusión de que aunque muy pocos tenían derechos firmes, los especuladores habían logrado hacerse de todas las áreas cercanas atractivas para la industria petrolera, prorrogando indefinidamente los permisos, y que con su actitud bloqueaban el ingreso de las compañías petroleras genuinas. Entregar concesiones con arreglo al viejo Código de Minería significaba otorgar la explotación del recurso sin ninguna contrapartida a favor del Estado. Y en la mayoría de los casos, esas concesiones eran otorgadas a especuladores cuyo único objetivo era luego negociar la cesión de sus derechos a verdaderas empresas petroleras, a cambio de un pago inicial y una regalía asociada a la producción. Naturalmente, el Estado no podía sentirse satisfecho con un arreglo de ese tipo.


  Antes de que los especuladores obtuviesen mayores derechos sobre las áreas, el presidente Sáenz Peña resolvió reaccionar con los instrumentos legales a su disposición. Prohibió por decreto la denuncia de minas en toda la región –extendiendo de hecho la reserva– y dispuso la caducidad de oficio de todos los permisos otorgados que no hubiesen cumplido con los requisitos y plazos establecidos por el Código de Minería. La norma dispuesta por Sáenz Peña establecía además la conveniencia de que el Poder Ejecutivo propiciase una nueva legislación específica para la explotación petrolera “como la tienen todos los países en que esa explotación se efectúa”.81


  Al igual que en el caso del decreto original de reserva de 1907 suscripto por Figueroa Alcorta, la medida de Sáenz Peña encontraba sustento legal en un artículo de la Ley de Tierras. La nueva reserva ampliada, sin embargo, pretendía también abarcar tierras de propiedad privada. Este avance motivó presentaciones por parte de los particulares afectados provocando tiempo después la limitación de la reserva exclusivamente a las tierras fiscales.


  El diario La Prensa criticó frontalmente la decisión de Sáenz Peña. No estaba en contra del objetivo de acabar con los especuladores, pero consideraba que el instrumento utilizado era erróneo y perjudicaba al desarrollo de la industria:


  El Poder Ejecutivo al adoptar esa medida, se ha dejado impresionar por el hecho de que los permisos de cateo acordados hasta ahora en la zona de Comodoro Rivadavia, no han respondido, con muy raras salvedades, al propósito de practicar verdaderas exploraciones […] para justificar una prohibición absoluta, que suprime la iniciativa individual, precisamente en los momentos en que más podía esperarse de ella, por haberse divulgado en todas partes el valor de la riqueza que surge en este país.


  El tradicional periódico capitalino urgía al Ejecutivo a enviar al Congreso su proyecto de ley petrolera señalando que en el ínterin, “sería sensato que procediese liberalmente, respetando el espíritu de las leyes en vigor”.82


  Enrique Hermitte, en su doble posición de miembro de la Comisión Administradora y director de Minas, intentó defender la posición oficial. Desde su perspectiva, la norma debía ser interpretada como un ataque a los aventureros y no a la iniciativa privada. Consideraba que el objetivo central del decreto era “permitir tan sólo el trabajo a compañías o particulares de responsabilidad y seriedad reconocidos e impedir, por consecuencia, la intromisión de intermediarios y pequeños intrusos que, como en todas las cosas, son factores que atentan contra el progreso y desarrollo de los intereses sanos y respetables”.83


  El 30 de julio de 1913, el presidente Sáenz Peña envió al Congreso su proyecto de ley de Exploración y Explotación de Aceites Minerales, que adecuaba al Código de Minería para darle cabida a la actividad petrolera estatal y privada. El proyecto regulaba tanto la reserva estatal como las concesiones petroleras a otorgarse fuera de la reserva. Los empresarios privados podían participar de licitaciones para concesiones de 200 hectáreas en la zona ya explorada, y de 500 hectáreas en la zona no explorada. Los plazos de los permisos de cateo se extendían en el tiempo (máximo de tres años), para facilitar las tareas exploratorias. En caso de alcanzarse la etapa de la explotación, todas las concesiones se otorgaban por 50 años y estaban sujetas al pago de una regalía al Estado equivalente al 10% de la producción obtenida.


  En agosto de 1913, los conservadores presentaron su propio proyecto de legislación para la exploración y explotación de los yacimientos de Comodoro, firmado por el diputado Adrián Escobar y más favorable a los intereses privados. El diputado conservador se declaraba contrario a la participación del Estado en la producción, y proponía un plan de explotación mixta. El Estado podía reservarse para sí la superficie de 5.000 hectáreas en Comodoro Rivadavia, pero para luego contratar la explotación de los yacimientos ubicados en esa zona a través de “una o varias empresas de capitalistas de reconocida capacidad financiera”. Se preveía una administración a través de un directorio mixto, con el presidente designado por el Gobierno.


  El proyecto preveía que la empresa mixta fijase un precio preferencial para las reparticiones públicas (en especial la Armada) y en caso de conflictos bélicos, que el Estado se reservara el derecho de acaparar la producción considerada necesaria. Se estipulaba además que el Estado debía destinar las utilidades obtenidas a realizar amortizaciones extraordinarias de su deuda pública. El proyecto del diputado Escobar recibió considerable apoyo de parte de los medios influyentes en el mundo de los negocios por su perfil favorable a la inversión privada, pero nunca pudo superar la instancia del análisis en la comisión de Agricultura de la Cámara de Diputados.


  Mientras en Buenos Aires se discutía sobre la mejor legislación para el petróleo, en el yacimiento de Comodoro el ingeniero Sol seguía condicionado por la falta de recursos para las inversiones. El decreto de Sáenz Peña y el proyecto de reforma al Código de Minería demostraban un firme respaldo político a la explotación estatal, pero no modificaban la insuficiencia de capital tantas veces denunciada por Huergo.


  Ante la dificultad para conseguir más fondos públicos, Huergo y los restantes miembros de la Comisión Administradora buscaron el apoyo de las empresas europeas de ferrocarriles y de generación eléctrica, sus principales potenciales clientes, con el fin de obtener financiamiento para el desarrollo de la explotación estatal en Comodoro. La propuesta consistía en emitir 15 millones de pesos en bonos que, en caso de ser suscriptos por estas empresas, serían pagaderos en petróleo crudo, a un precio de 15 pesos el metro cúbico puesto en los buques en Comodoro. La propuesta oficial, en línea con el objetivo de “evitar que empresas particulares acaparen grandes porciones de yacimientos” y “activar la explotación de las 5.000 hectáreas para dominar el mercado y poder mantener precios bajos al petróleo crudo”, fue bien recibida por las compañías, pero nunca llegó a materializarse.84El Congreso, entretanto, asignó un millón y medio de pesos para el presupuesto de la Dirección de Explotación del año 1914, sólo el 10% de los fondos pedidos por Huergo y la Comisión Administradora.


  Al forzar la aplicación estricta del Código de Minería, el decreto de Sáenz Peña resultó muy efectivo contra los especuladores. Según la Comisión Administradora, la norma hizo caducar permisos de cateo por entre 120.000 y 140.000 hectáreas, dejando en pie sólo algunos permisos por “unos pocos miles de hectáreas”.85 De acuerdo con la Dirección de Minas, a fines de 1913 sólo habían sobrevivido tres concesiones de cateo, que eran rigurosamente evaluadas por un inspector de minas instalado en forma permanente en Comodoro. Eran las áreas explotadas por el Sindicato de Perforaciones, la empresa Astra, y la Compañía Argentina de Comodoro Rivadavia.


  Los primeros pasos de las compañías privadas en Comodoro


  El Sindicato de Perforaciones de Comodoro era el resultado de la fusión de poseedores de permisos de cateo, que decidieron asociarse para realizar perforaciones y otros trabajos de exploración en forma conjunta.86 Los trabajos, realizados por medio de seis máquinas perforadoras, fueron desacreditados por la Dirección de Minas: “Sólo han tenido un propósito de especulación, descontando el alza del valor de los permisos de cateos al hacerse conocidos los resultados de la explotación estatal”.87 La relación con la explotación estatal tampoco era buena. En 1911, una solicitud de arrendamiento de cien hectáreas en la reserva para ubicar su administración, almacenes, y otras dependencias fue rechazada por la Comisión Administradora de la Explotación Estatal. En marzo de 1912, el ingeniero Sol resolvió suspenderles el suministro de combustible debido a la falta de pago y al estado de desorden total en que se encontraba la empresa. La falta de fondos y de conocimientos –tanto tecnológicos como de organización del trabajo– sumados a una actitud especulativa, hicieron que el capital invertido no generase ningún resultado. Entre 1911 y 1913, los trabajos de este grupo de particulares no habían logrado alcanzar ningún horizonte petrolífero.


  Los trabajos del Sindicato de Perforaciones de Comodoro se suspendieron con motivo del decreto de Sáenz Peña de 1913, reanudándose un año después tras la firma de un contrato con un grupo de perforadores independientes.


  Mejor suerte tendría la Compañía Petrolera Astra, que no solamente pudo superar las dificultades propias de sus primeros pasos en Comodoro, sino que se consolidó como una de las petroleras privadas más importantes del país. Astra había sido fundada por familias tradicionales de Buenos Aires, entre las que se destacaban los Agote, los Casares y los Muñiz Barreto.88El 22 de agosto de 1912 contrataron a la Compañía Argentina de Perforaciones para perforar su primer pozo en la zona de Comodoro que había sido liberada por la ley de 7.059.89 Hacia finales del año, se encontró petróleo a 629 metros de profundidad, pero la velocidad excesiva de la perforación trajo aparejados problemas para dominar al agua. En julio de 1913 se comprobó oficialmente la existencia de petróleo, con una producción cercana a los 16 metros cúbicos diarios.


  En mayo de 1913 empezó la perforación del pozo “2”, que pese a llegar a los 1.000 metros (el pozo más profundo de la zona) no halló petróleo, por lo que fue abandonado en noviembre de 1914. En el pozo “3”, iniciado a fines de 1913, se encontró petróleo a 530 metros de profundidad y también hubo resultados positivos en el “Astra 4”, comenzado a fines de 1914.


  Los resultados favorables obtenidos llevaron a Astra a ampliar su capital de uno a dos millones de pesos, y a lanzarse a la explotación comercial de sus cateos. Hacia fines de 1916, Astra había perforado ya seis pozos en Comodoro, aunque sólo uno era explotado regularmente, con una producción anual de 6.915 metros cúbicos de petróleo. En materia de infraestructura, la empresa contaba con un estanque de 5.500 metros cúbicos, una usina de energía eléctrica, bombas y un ramal de ferrocarril de 10 kilómetros de extensión. Pero Astra no tenía forma de llevar el crudo fuera de Comodoro, por lo que dependía de la explotación estatal, que le pagaba el precio de venta neto de los costos del transporte.


  En junio de 1915, Carlos Agote intentó estrechar los vínculos entre Astra y la explotación estatal, proponiendo realizar perforaciones en la reserva de Comodoro por cuenta y orden del Estado, aportando las máquinas y el personal necesario. La Comisión Administradora consideró “inconveniente” la propuesta de Agote, y la rechazó sin más trámite.90


  Haciendo un balance de los trabajos realizados y de las perspectivas, Astra señalaría en su Memoria de 1916:


  Podemos afirmar que hemos salvado el período de los ensayos, quedando delimitada una extensa zona dentro de la cual todas las perforaciones serán productivas, con un costo y tiempo de ejecución notablemente inferiores a los de los pozos de exploración. Esto asegurará la iniciación de los dividendos a partir del próximo ejercicio.91


  La tercera empresa que sobrevivió al decreto de Sáenz Peña de 1913 fue la Compañía Argentina de Comodoro Rivadavia, resultante de la consolidación de varias compañías pequeñas que habían trabajado en la zona de Comodoro. Una de sus antecesoras más importantes era la Compañía Especial de Perforaciones, que según la Dirección de Minas contaba con los mejores permisos localizados en la costa al norte de Comodoro, en una zona con acceso al ferrocarril y con cierta disponibilidad de agua dulce. La Compañía Especial de Perforaciones había comenzado su primera perforación por cuenta propia en diciembre de 1912, pero la falta de experiencia los llevó a contratar a The Oil Well Engineering en el mes de julio del año siguiente.92 La empresa perforadora inglesa aceleró los trabajos pero se enfrentó a problemas con el gas y el agua, por lo que debió abandonar el pozo. En febrero de 1914 comenzaron un segundo pozo con excelentes resultados, por lo que fue puesto en explotación, si bien en forma precaria, en junio de 1915. Al igual que en el caso de Astra, el petróleo producido era adquirido por la explotación fiscal. En octubre de 1914 se perforó el pozo “3”, con resultados exitosos a 550 metros de profundidad pero con baja productividad. El pozo “4” se hizo muy cerca del abandonado pozo “1”, obteniendo también resultados positivos aunque con dificultades para dominar el agua.


  La Compañía Argentina de Comodoro Rivadavia se creó dándoles continuidad a los trabajos de la Compañía Especial de Perforaciones y de otras empresas. Con los descubrimientos de petróleo realizados en tres perforaciones, se habían obtenido 19 pertenencias mineras de 81 hectáreas cada una en la costa, al norte de la reserva. En su prospecto de presentación, la flamante empresa destacaba que podía llegar a perforar 2.300 pozos en la zona concesionada y, efectuando proyecciones para sus flujos financieros, prometía dividendos de hasta el 71% sobre el capital. La empresa iniciaba sus actividades con un capital autorizado de cinco millones de pesos, la mitad de los cuales se aplicaba a la absorción de las compañías originales, organizándose el resto en cinco suscripciones de 500.000 pesos, de las cuales sólo una era colocada en la Argentina.


  Mapa 1.3. La reserva fiscal de Comodoro y las explotaciones privadas en 1915
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    Fuente: Boletín Nº 6 de la Dirección de Minas. Ministerio de Agricultura. 1915.

  


  El 2 de septiembre de 1913 el ingeniero Huergo asistió a la que sería su última reunión al frente de la Comisión Administradora. En el mes de noviembre, a pocos meses de su histórico alegato en favor de la explotación estatal, Huergo falleció en Buenos Aires. Casi simultáneamente Sáenz Peña debió abandonar la presidencia por razones de salud.


  Pese a que ejercieron sus cargos durante un período relativamente corto, Luis Huergo y Roque Sáenz Peña le dieron un impulso decisivo a la explotación petrolera estatal. En sus escritos, Huergo sentaría las bases del nacionalismo petrolero argentino, basado en dos pilares centrales sumamente discutibles. Por un lado, la importancia de las vastas reservas petroleras de la Argentina, determinantes para la industrialización y la independencia económica del país. Por el otro, la necesidad de impedir que los grandes trusts petroleros internacionales se apropiasen de las riquezas petrolíferas argentinas para manejarlas según sus propios intereses, para Huergo contrarios al interés nacional.


  Sáenz Peña ejerció una activa defensa de la explotación estatal durante su período de gobierno. Creó la Dirección de Explotación en el Ministerio de Agricultura, organismo antecesor de la futura YPF, y la puso bajo la conducción de una Comisión Administradora integrada por personalidades notables, como el ingeniero Huergo y Enrique Hermitte. Atacó a los especuladores y protegió a la reserva estatal con los instrumentos a su disponibilidad, y envió al Congreso un proyecto de ley especial petrolera, así como varios pedidos de mayor presupuesto para la explotación.


  Si bien en general los autores del nacionalismo petrolero consideran a Sáenz Peña y Huergo como defensores de la industria estatal, hay quienes los perciben como meros instrumentos de la política británica en la región. Para autores como Scalabrini Ortiz –quien definió a Huergo como una “persona de buena relación con Inglaterra”– y Hollander, detrás del nacionalismo petrolero argentino de Sáenz Peña se encontraban los intereses ingleses.93


  De acuerdo con esta interpretación, el decreto de Sáenz Peña de 1913 tenía como objetivo principal bloquear el ingreso de la Standard Oil y de sus afiliadas a la zona. Como las empresas aún no habían realizado trabajos de exploración, sus permisos caducaron con la medida. Por el contrario, la norma no afectó a las posesiones de empresas como Astra y la Compañía Argentina, más cercanas a los intereses británicos. La visión conspirativa se completa con la hipótesis en la que el bloqueo a la Standard Oil se complementaba con la indisponibilidad de fondos para la explotación estatal. De esta forma, los ingleses se aseguraban no sólo el bloqueo de la Standard Oil, sino también una explotación estatal subdesarrollada.


  Es indudable que en esos años las compañías británicas tenían lazos más estrechos con la Argentina que sus pares estadounidenses, y que el Gobierno argentino no tenía la misma posición frente a los intereses británicos y a los norteamericanos. Pero caracterizar a Sáenz Peña y Huergo como simples títeres de la diplomacia británica es una exageración que sólo se sostiene con una interpretación muy recortada y tendenciosa de los hechos.


  Así como la gestión de Huergo y Sáenz Peña exhibe una clara preocupación por el desarrollo de la industria petrolera local, también muestra un déficit que se repetiría en los sucesivos gobiernos: la incapacidad para modificar la legislación de fondo sobre la explotación de los hidrocarburos. Comenzaba a resultar evidente que el viejo Código de Minería era inadecuado para regular la explotación petrolera, y que las concesiones gratuitas a perpetuidad eran inaceptables para el Estado. Pero sin un cambio en la legislación, tanto la explotación estatal como las compañías particulares debían desarrollarse con un marco jurídico precario e inestable, poco propicio para atraer las grandes inversiones que requiere la actividad petrolera.


  
    Notas


    1 En lo que constituye uno de los primeros antecedentes de regulación a la distribución de combustibles líquidos, una ordenanza del Concejo Deliberante de Buenos Aires del 19 de febrero de 1873 dispuso: “Son absolutamente prohibidos los grandes depósitos de kerosene en el centro de la Ciudad, y sólo se podrán tener a treinta cuadras de la plaza de Mayo, en locales aislados, y con los respectivos pararrayos, previa autorización de la Municipalidad”. Citado en García Costa (1988).


    2 Véase Mozo (1950) para una descripción detallada de las experiencias de exploración y explotación de petróleo en el norte argentino en el siglo XIX.


    3 García Costa (1988).


    4 Folleto de la Compañía Jujeña del Kerosene, citado en García Costa (1988).


    5 Pocos años después, el geólogo Luis Brackebush describió con crudeza el nivel técnico de la explotación de Teodosio López: “Los trabajos efectuados muestran al primer golpe de vista que se habían practicado sin el menor conocimiento del asunto”. Citado en García Costa (1988).


    6 Para la compra del equipamiento, Fader contó con la colaboración del embajador argentino en París, V. Marcó del Pont.


    7 En 1886, decía el diario La Nación: “Saben nuestros lectores que existe una sociedad anónima en Buenos Aires, fundada con el propósito de explorar y explotar el petróleo en Mendoza, organizada por un núcleo de respetables caballeros”. Para enfatizar las perspectivas favorables del emprendimiento, La Nación comentaba transacciones recientes con acciones de la compañía, en las que los tenedores originales habían obtenido una importante ganancia. Citado en UIA (1900).


    8 En El petróleo en Mendoza de Carlos Guevara Labal, Boletín de Informaciones Petroleras 139 (BIP), se publican las memorias de Fader, con una descripción detallada de la creación y las vicisitudes de la Compañía Mendocina de Petróleo.


    9 La Compañía Mendocina había creado la “Sección Jujuy”, con un capital de medio millón de pesos, y obtuvo siete pertenencias mineras. En noviembre de 1889, Rodolfo Zuber viajó a Europa para adquirir maquinaria y reclutar personal. A mediados de 1891 se realizó la primera perforación en el Garrapatal, Jujuy, que fracasó. La segunda perforación no pudo terminarse. En 1892 el personal local volvió a Mendoza, y los obreros contratados regresaron a Europa.


    10 En 1909 los trabajos fueron retomados por la empresa inglesa The Argentine Western Petroleum Syndicate. La empresa llevó a Mendoza máquinas perforadoras de hasta 1.100 metros de profundidad, pero al poco tiempo abandonó los trabajos. En 1912 hubo un nuevo intento frustrado, esta vez protagonizado por la Cacheuta Oil Syndicate. Finalmente, la Compañía Mendocina de Petróleo firmó un convenio con YPF en agosto de 1931, por el cual cedió los derechos sobre Cacheuta, con 237 pertenencias mineras reguladas por el viejo Código de Minería. Véase YPF (1938) y BIP Nº 139, de marzo de 1936.


    11 El artículo noveno del Código de Minería disponía: “el Estado no puede explotar ni disponer de las minas”.


    12 Algunas provincias contaban con su propia legislación minera. En Mendoza por ejemplo, el Congreso autorizó al Poder Ejecutivo, a través de una ley de diciembre de 1901, a concesionar la exploración y explotación de las “substancias minerales que se encuentran dentro del territorio de la Provincia, con sujeción a los procedimientos establecidos en el Código de Minería”. Mendoza, ley provincial 227 de 1901, en YPF (1938).


    13 La unidad mínima de los cateos era de 500 hectáreas, pero se podían solicitar hasta cuatro unidades (2.000 hectáreas) cuando se trataba de tierras no aptas para agricultura. El plazo básico era de 140 días, más 50 días por cada unidad exploratoria adicional. Para las 2.000 hectáreas, el plazo ascendía a 290 días.


    14 Véase Velarde (1922) para una descripción detallada de las normas aplicables a la minería del petróleo en la Argentina. Brady (1922) tiene una descripción más sintética de las condiciones del Código de Minería para la explotación petrolera.


    15 UIA (1900). El documento, que contiene una abundante descripción de los análisis químicos efectuados al petróleo extraído en las diversas regiones del país (principalmente Mendoza y Jujuy), fue elaborado para aportar “información pedida por capitalistas europeos”.


    16 Scalabrini Ortiz (1940), Defelippe (1953), Frondizi (1954), e YPF (1972) son ejemplos de esta visión sobre el problema de los ferrocarriles.


    17 Repsol-YPF (2000). Wenceslao Escalante había sido legislador, presidente del Banco Hipotecario Nacional durante la presidencia de Carlos Pellegrini, y ministro de Hacienda en la gestión de José Evaristo Uriburu.


    18 BIP Nº 225.


    19 Autores como Hollander (1976) y Alascio Cortazar (1969), que sostienen una visión conspirativa del descubrimiento con el eje puesto en los ingleses, enfatizan que Fuchs había trabajado en Alsacia para una afiliada de la Royal Dutch Shell antes de ser contratado por el Gobierno argentino.


    20 La cuadrilla de obreros dirigida por Fuchs estaba compuesta por Humberto Beghin (auxiliar); Gustavo Kunzel y Juan Martínez (foguistas); Florentino Soto, Antonio Viegas, José Barravoz, Pedro Gelhorn y Joaquín Domínguez (peones); y los cocineros Pedro Peresa y Francisco Ferrera. Fuchs sólo hablaba alemán y francés, por lo que tenía dificultades de comunicación con sus subordinados.


    21 “El Ingeniero Julio Krause”, en BIP Nº 265, septiembre de 1946.


    22 Marta Ezcurra, hija del ministro de Agricultura, Pedro Ezcurra, contó algunos detalles del descubrimiento en una carta de lectores al diario La Nación reproducida por Díaz de Molina en su libro sobre Figueroa Alcorta: “Recuerdo que una noche mi padre telefoneó a alguien y dijo: ‘Ha sucedido algo muy auspicioso para el país. Mañana se sabrá la noticia’. El presidente Alcorta y el ministro Ezcurra, con una gran visión de futuro, confeccionaron y dictaron el decreto de reserva a las 24 horas de esa llamada telefónica”. Algunos años después, el descubrimiento dio lugar a una disputa entre Krause y Hermitte. Krause se atribuía la responsabilidad del descubrimiento y, según Hermitte, exageraba el carácter fortuito y casi milagroso del hallazgo para magnificar su responsabilidad en el episodio. Véase el informe de la Comisión Administradora refutando a Krause en Ministerio de Agricultura (1913).


    23 Citado por Cánepa (1971).


    24 YPF (1972). En la memoria de la Dirección de Minas del año 1908 señaló: “El descubrimiento de petróleo de Comodoro Rivadavia si bien imprevisto, no deja también de ser el resultado de la fe ciega en las consecuencias que tendrán para la República las investigaciones de su subsuelo”.


    25 Tanto Philip (1982) como Solberg (1979) mencionan las dudas respecto a las verdaderas intenciones de las perforaciones en Comodoro. Alascio Cortazar (1969) y Hollander (1976) desarrollan la hipótesis de la influencia británica en la búsqueda de petróleo en la costa patagónica.


    26 En 1908, el presidente Figueroa Alcorta sintetizaba el trabajo de la Dirección de Minas: “Las perforaciones del suelo de la República se llevan a cabo con arreglo a un plan científico y práctico, de acuerdo con la más conveniente ubicación de los pozos para el conocimiento geológico del subsuelo y teniendo en cuenta además las necesidades primordiales de ciertas poblaciones establecidas en regiones donde el agua es escasa”. Senado de la Nación, Diario de Sesiones, 1908.


    27 La presentación de Hermitte está publicada en los Anales del Ministerio de Agricultura de 1904.


    28 Los archivos de la Dirección de Minas muestran entre 1902 y 1905 pedidos de cateo en Río Barrancas, Convunco, Cerro Lotena y Picún Leufú, de empresas como Acme Oil y The Neuquen Oil Sindicate. En su trabajo de 1900, la U.I.A. describe los antecedentes en materia de explotación petrolera argentina y menciona Mendoza, Jujuy, Salta, e incluso Misiones, pero no habla de la Patagonia.


    29 Entre 1904 y 1913 la participación de Rusia en las exportaciones petroleras mundiales cayó del 31% al 9%.


    30 A los pocos meses, el ministro de Agricultura Pedro Ezcurra justificó la medida señalando que “cuando trascendió la noticia, se presentó un crecido número de solicitudes pidiendo permiso de cateo, precisamente en la zona donde se acababa de hacer el descubrimiento”. Diario de Sesiones, Senado, 1909.


    31 Por la forma de definir la reserva (cinco leguas a todo rumbo), en principio la superficie reservada totalizaba cerca de 200.000 hectáreas, cifra que se ha repetido en la literatura histórica sobre el tema. Sin embargo, aproximadamente la mitad de esa área circular quedaba localizada en el mar, por lo que la reserva efectiva era sustancialmente menor.


    32 El ingeniero Enrique Cánepa, de larga trayectoria en la industria petrolera estatal (primero en la Dirección de Minas y luego en YPF), sostiene que “Hermitte estaba preparado...” y que “ya sabía qué hacer” frente a un descubrimiento. Según Cánepa, Hermitte “cuando llegó el telegrama [del hallazgo de petróleo en Comodoro] se fue al Ministerio”. Cánepa (1973).


    33 Veinticinco años después, al inaugurar una exposición en La Rural sobre la explotación estatal, el ministro de Agricultura, Antonio de Tomaso, destacaría que “YPF, como empresa del Estado, más que del hecho material del día 13, viene del decreto del día 14”. YPF (1932).


    34 El diario La Prensa del 17/12/1907 informó que la medida apuntaba a “facilitar la labor” del ingeniero de la Dirección de Minas Pablo Viteau, enviado inmediatamente a Comodoro a evaluar la magnitud del descubrimiento.


    35 Diario de Sesiones, Senado, 1908.


    36 Criticando la lentitud de la burocracia del Estado para reaccionar frente al descubrimiento, Pera citaba un informe del Ingeniero Enrique Wodak sobre los descubrimientos de Comodoro, donde decía que “si un hallazgo como el de Rivadavia hubiera sido hecho en Europa o Norteamérica, ésta sería ya la hora en que innumerables torres de perforación estarían trabajando día y noche”. Diario de Sesiones, Diputados, 1908. La cita sería del prospecto de la Compañía del Golfo de San Jorge publicado en ese año, en el que se exhibía un informe técnico del ingeniero alemán experto en perforaciones Enrique Wodak muy positivo respecto al potencial de Comodoro. Respecto a la zona, Wodak decía que “si se encontrara en Europa, se verían a estas horas las torres de perforación una al lado de la otra”. Véase Compañía del Golfo de San Jorge (1908).


    37 El presupuesto total del Ministerio de Agricultura era de 5,8 millones de pesos, sometidos a la presión de las necesidades del vertiginoso desarrollo agrícola argentino de entonces. El presupuesto total de gastos de la Nación era de aproximadamente 257 millones de pesos.


    38 A modo de referencia, en los Estados Unidos, a sólo 15 meses del primer pozo perforado en 1859 en Pennsylvania, había cerca de 75 pozos produciendo en la zona. Como se mencionó, en los Estados Unidos la legislación establece que el dueño del suelo es también dueño del subsuelo, por lo que el descubrimiento dio lugar a una “fiebre” de compra de tierras y perforaciones.


    39 Un norteamericano que viajó a la Argentina en 1910 y visitó Comodoro describió una explosión del pozo “5” que destruyó las instalaciones y mató a dos personas, para luego quedar encendido quemando hidrocarburos durante cinco meses. Cuando el viajero preguntó a las autoridades por qué no lo apagaban, le respondieron que era útil para guiar a las embarcaciones de noche, aunque “la verdadera razón es que no sabían cómo hacer para extinguir el fuego”. Cappeau (1912). Para ver un detalle oficial de lo sucedido con cada una de las perforaciones (incluso el pozo 5) véase Informe de la Comisión Administradora de 1912, en BIP de junio de 1943 y De Pedroso (1915).


    40 En 1910, la producción argentina representaba el 0,008% del total mundial producido. Estados Unidos produjo casi 10.000 veces más que la Argentina en ese año.


    41 De los 8.119 metros cúbicos de petróleo producidos hasta fines del año 1910, 3.061 se habían filtrado y/o evaporado; 3.600 estaban en stock en tanques naturales; 853 se habían empleado en los propios trabajos; 294 se habían enviado a Buenos Aires para ensayos diversos; 148 se habían vendido al ferrocarril; y 163 a las compañías exploradoras, en ambos casos a 10 pesos la tonelada. Véase De Pedroso (1915).


    42 Algunos años más tarde, este dictamen fue caratulado como el “fallo terrible” por el ingeniero Luis Huergo, (entonces a cargo de la explotación estatal), quien consideró como un “acto de inocencia” por parte de las autoridades el requerir la realización del análisis a “la única compañía rival”. YPF (1972). Como se comenta más adelante, esta compañía refinadora sería luego adquirida por la Standard Oil, de allí la desconfianza de Huergo. En realidad hay dudas de que las muestras recogidas, que se mezclaban con agua y eran depositadas al aire libre, fueran aptas para los análisis efectuados. Véase Ministerio de Agricultura (1913).


    43 Joaquín V. González era una figura mayor de la política argentina, y antes de ingresar al Senado había sido gobernador de La Rioja, ministro, diputado, fundador de la Universidad de La Plata y miembro de la Real Academia Española. A principios de siglo se había destacado por ser el autor del Código de Trabajo, que introducía cierta protección laboral y social a los trabajadores. Dijo en el debate: “Nuestra legislación prohíbe los monopolios, porque ha creído con justicia, que esta clase de concesiones deben ser entregadas a la concurrencia libre del capital extranjero y nacional en las condiciones que la Constitución lo prescribe”. Diario de Sesiones, Senado, 1909.


    44 Por Decreto del 20 de septiembre, el Ejecutivo delineó el área reservada, y ordenó la mensura de los lotes de 625 hectáreas.


    45 Entre los miembros del directorio de la compañía figuraban miembros de las familias Zorraquín, Burmeister, y el abogado Jaime F. De Nevares, quien luego reemplazó a Francisco Oliver en la presidencia de la empresa. Un hijo de De Nevares, bautizado originalmente José María pero que tomó luego el nombre de su padre, se convertiría en un conocido obispo de Neuquén durante la segunda mitad del siglo XX. Francisco Oliver, padre de la conocida escritora María Rosa Oliver, había sido diputado por la Capital Federal entre 1904 y 1908, y luego fue ministro de Hacienda de Victorino de la Plaza.


    46 Para ver la percepción sobre los yacimientos argentinos en la industria petrolera extranjera, puede consultarse el artículo de Cappeau (1912) en The Oil and Gas Man’s Magazine, de los Estados Unidos. Cappeau había visitado en 1910 los campos de Comodoro y de Salta, y describía una explotación incipiente y sumamente amateur, en campos donde no se había probado aún el verdadero potencial. Terminaba su artículo diciendo que “no está tan distante el día en que la Argentina estará en el mapa petrolero como un país productor, si el Gobierno promueve al capital, y a operadores experimentados que desarrollen el yacimiento”.


    47 A lo largo de 1911 se habían aprobado algunas reglamentaciones tendientes a evitar la concentración, como la prohibición de otorgar cateos adyacentes al mismo concesionario, y la imposibilidad de otorgar por segunda vez un permiso de cateo en la misma área a un mismo solicitante, a menos que se tratase de tierras fiscales y que transcurriesen 60 días sin que hubiera pedidos de terceros sobre esa zona. Decía Hermitte: “Los que tratan de obtener permisos de cateo con el único propósito de especular, no tienen entre manos sino un permiso precario”.


    48 Ministerio de Agricultura (1911).


    49 Véase Buchanan (1973) y Frondizi (1954).


    50 Decreto del Ministerio de Agricultura. YPF (1938).


    51 Memoria de la División Minas, Ministerio de Agricultura, 1910.


    52 Nacido en Entre Ríos en 1880, Sol se había formado como ingeniero en París, Francia.
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    65 Dos compañeros de Huergo en la Comisión Administradora, Hermitte y Schneidewind, mencionarían tiempo después en forma casi explícita el episodio que dio lugar a la “exageración” de Huergo en relación con el acaparamiento. En la memoria de la Explotación del período 1912/1913, presentada en marzo de 1914, se referían a “las actas de las asambleas de accionistas, que se entusiasmaban con las enormes extensiones de terreno de que se creían dueños, confundiendo inocentemente el derecho de cateo con el de propiedad”.
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    81 Decreto del 9 de mayo de 1913. Véase YPF (1938).
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    89 Una empresa pequeña, el Sindicato Petrolífero Pozo de Menéndez, realizó una perforación al norte de Astra utilizando la misma compañía perforadora (la CAP). Las tareas se iniciaron en octubre de 1913 y finalizaron un año después con el hallazgo de petróleo, aunque con muy baja productividad. De acuerdo con Frondizi (1954), el Sindicato Petrolífero Pozo de Menéndez era dirigido por “un rico industrial de Punta Arenas (Chile)”.


    90 Acta 242, Junio de 1915.


    91 Astra sobreviviría a los avatares del sector petrolero argentino durante cerca de ochenta años. Paradójicamente, su final sería similar al de la explotación estatal que la había ayudado a dar sus primeros pasos: en la década de 1990 sería adquirida por la compañía petrolera española Repsol.


    92 Los objetivos en la Argentina de la Oil Well Engineering Company, una experimentada empresa inglesa de perforaciones fundada en 1866, no se limitaban a realizar algunas pocas perforaciones para empresas pequeñas como la Compañía Argentina de Comodoro Rivadavia. Como los norteamericanos de la Standard Oil, los ingleses intentaban ingresar a la administración de las reservas de la explotación estatal, en este caso asociados con una de las grandes compañías británicas, la Anglo Persian. (Entrevista de Mr. Mackenzie, ingeniero de la Oil Well Engineering, y funcionarios de la Anglo Persian, BP Archive, septiembre 1913.)


    93 Scalabrini (1940) dice: “Inglaterra opta por el combate indirecto y desata una terrible campaña contra la Standard Oil, pero no a su favor sino a favor de la explotación del petróleo por el Estado”, y agrega: “La iniciación de la política defensiva que en materia de petróleo adoptó la República Argentina fue una maniobra de Inglaterra para detener sin acción directa la intromisión arrolladora de la Standard Oil”. Hollander (1976) sostiene que Sáenz Peña era un abierto yanquifóbico, que veía en los Estados Unidos una amenaza para la Argentina.

  


  
Capítulo 2

  

  La Gran Guerra y el despegue de Comodoro


  La guerra europea, cuyas futuras complicaciones aún nadie puede prever, ha enseñado, con lección bien dura por cierto, lo que representa para el país su absoluta dependencia del extranjero en lo que respecta a la obtención del combustible necesario para su consumo, al mostrarnos, en su comienzo, el fantasma de la carencia del carbón indispensable para nuestros transportes ferroviarios, nuestra iluminación, nuestra industria toda y, al encarecer más tarde, con los consiguientes perjuicios para la misma, el costo de dicho mineral.


  Enrique Butty. Artículo publicado


  en la revista La Ingeniería, junio de 1915.


  La enfermedad de Roque Sáenz Peña, quien falleció el 9 de agosto de 1914, llevó al vicepresidente Victorino de la Plaza a la primera magistratura del país. El mundo de los negocios recibió a De la Plaza con expectativas favorables, esperando un enfoque sobre la explotación petrolera más orientado a la iniciativa privada que el de su antecesor.


  Las primeras iniciativas de De la Plaza relacionadas con el tema petrolero confirmaron su reputación favorable a las compañías particulares. En octubre de 1914, limitó significativamente la reserva fiscal de Comodoro establecida por Sáenz Peña un año atrás, al interpretar mediante un decreto que la prohibición de denuncia de minas dentro de la reserva alcanzaba sólo a las tierras fiscales. En tierras propiedad de particulares, podían solicitarse permisos de cateo, y realizar denuncias de minas en los términos del Código de Minería. La medida habilitaría el ingreso de varias compañías privadas a la zona de Comodoro a lo largo de la década.1


  En el Congreso, en las sesiones de 1914, tres diputados habían elaborado nuevos proyectos de legislación petrolera, que se sumaban a los presentados el año anterior por el diputado Adrián Escobar y por el presidente Sáenz Peña. De los tres nuevos proyectos, dos llevaban la firma de diputados radicales, y el restante la de los socialistas.


  El primer proyecto radical fue presentado por el diputado por Buenos Aires Alfredo Demarchi.2 Coincidiendo con el proyecto del conservador Escobar, Demarchi consideraba que la explotación estatal no resultaba conveniente y que debían buscarse aliados en las compañías privadas. Sin embargo y a diferencia de aquél, sostenía que la titularidad de los yacimientos no debía ser cedida a estas empresas, sino que había que celebrar contratos de explotación en los que los privados aportasen el capital y los equipos. La posibilidad de exportar petróleo quedaba condicionada a que previamente hubiera sido cubierto el consumo interno, como así también una cierta reserva de petróleo.


  Al igual que el proyecto de Escobar, el de Demarchi establecía precios preferenciales para el consumo público, la obligación de suministrar toda la producción al Estado en caso de un conflicto bélico, y la aplicación de las utilidades a un fondo de amortización de deuda pública.3


  Algunos meses después, el diputado porteño Tomás de Veyga presentó el segundo proyecto radical de legislación sobre el tema petrolero, menos favorable a la inversión privada que el de Demarchi. De Veyga proponía la creación de la Sociedad Anónima Argentina de Petróleo, una entidad que se ocuparía de explotar el petróleo de Comodoro y otros yacimientos de propiedad estatal. La propuesta, una suerte de experimento de “capitalismo popular”, contemplaba la emisión de un millón de acciones por un total de hasta diez millones de pesos oro, a ser suscriptas en forma atomizada por el público minorista para acceder al 50% del capital de la empresa. En caso de fracasar la suscripción pública, las acciones remanentes serían adquiridas por la Caja de Conversión, es decir, mediante la emisión de dinero. El directorio de la empresa estaría formado por un presidente nombrado por el Ejecutivo con acuerdo del Senado, y por catorce vocales, siete de ellos designados por el Gobierno, uno por la Caja de Conversión y uno por cada una de las seis instituciones bancarias más importantes de la Capital Federal.4


  En junio de 1914, el Partido Socialista presentó su propio proyecto de legislación petrolera, firmado por el diputado Nicolás Repetto. El proyecto, más completo y fundado que el de los diputados radicales, estaba inspirado en el modelo “rumano”, y establecía condiciones diferentes para las áreas petroleras exploradas y las no exploradas.5


  Para los terrenos situados dentro de la reserva fiscal (es decir las 5.000 hectáreas de Comodoro Rivadavia), los socialistas proponían que los trabajos estuvieran directamente a cargo del Estado, quien también se reservaba el monopolio exclusivo del transporte de petróleo por ductos. Los terrenos ubicados fuera de la reserva fiscal serían divididos en “Zonas de Exploración” de 1.000 hectáreas y habrían de estar bajo la vigilancia de la autoridad minera, a cargo del Estado. Los concesionarios debían comenzar los trabajos de exploración en un plazo no mayor a un año, pero tenían derecho a practicar todas las perforaciones que considerasen convenientes y podían elegir libremente los puntos de exploración sin que el Estado pudiese obligar a perforar en un determinado punto dentro de la Zona. Una vez descubierto el petróleo, la concesión tenía un plazo de duración de cincuenta años. De acuerdo con los descubrimientos realizados, el concesionario podía explotar un área de hasta 243 hectáreas de la zona de exploración original, quedando las 757 hectáreas restantes como reserva del Estado.


  Las empresas soportarían una carga fiscal de un impuesto de 25 pesos anuales por cada una de las hectáreas que componían su pertenencia; el 10% del petróleo extraído; y la entrega al Estado del 50% de los beneficios netos que excediesen el 15% del capital invertido. Repetto aspiraba a que el Estado mantuviese su propia explotación con el fin de satisfacer sus propias necesidades de combustible y porque entendía que podía “ejercer desde allí una acción propulsora, en el sentido técnico, y una acción moderadora, en el sentido comercial”. Suponía también que la reserva estatal debía servir para que el Gobierno preparase en ella el cuerpo de funcionarios y de técnicos indispensables en el futuro, “cuando la Argentina sea un país petrolífero por excelencia”.6 Tomando como antecedente lo sucedido en los Estados Unidos, la explotación estatal de todos los medios de transporte de la región petrolífera era considerada como el arma más poderosa para luchar contra la acción monopolizadora de los trusts.


  Una vez a cargo de la presidencia, Victorino de la Plaza envió al Congreso su propio proyecto de legislación petrolera, que impulsaba en forma explícita la explotación privada de la reserva de Comodoro. El presidente y su ministro de Agricultura, Horacio Calderón, destacaban el potencial de la reserva pero dudaban de la capacidad financiera del Estado para explotarla, por lo que consideraban que “mejor será llamar a concurso el capital y la iniciativa privada, en vez de continuar la vida estrecha que impondría la sujeción de tal empresa a los recursos ordinarios de la ley de Presupuesto”. El Gobierno no atacaba el trabajo de la Dirección de Explotación en Comodoro, pero señalaba que la falta de recursos y las trabas derivadas de la Ley de Contabilidad imposibilitaban cualquier progreso en la materia. De la Plaza propiciaba la participación de las grandes empresas internacionales sosteniendo que “sin riesgo alguno, y con evidente ventaja para el país, podría utilizarse fácilmente la experiencia de otras naciones y de los grandes sindicatos que en el mundo explotan esta industria”.7 El proyecto contemplaba la autorización del Congreso al Poder Ejecutivo para solicitar propuestas privadas para la explotación de Comodoro, con contratos a ser refrendados por los legisladores. En los contratos, el Estado mantenía el dominio sobre las reservas, establecía requisitos mínimos de producción, regulaba los precios y cobraba regalías.


  El diario La Nación aplaudió la decisión del Ejecutivo de otorgarle al sector privado la responsabilidad de desarrollar la industria petrolera, abogando por un contrato con una gran empresa petrolera internacional.8 Criticaba la eventual adopción del “modelo rumano” propiciado por los socialistas, especialmente la idea de fraccionar las zonas de exploración y explotación para asignarlas a distintos concesionarios. La Nación defendía abiertamente las ventajas de entregar en concesión los yacimientos a una sola compañía, argumentando que las necesidades de capital, infraestructura y capacidad técnica no estaban “al alcance de pequeños sindicatos”. Refutando las críticas más habituales a un proyecto de ese tipo, destacaba que mediante un adecuado diseño contractual y la influencia de la competencia extranjera, podían eliminarse los riesgos de subexplotación de los yacimientos y prácticas monopólicas en la comercialización.9


  Con el apoyo de La Nación y de la comunidad de negocios de Buenos Aires a su proyecto de ley, De la Plaza empezó a dar los primeros pasos para permitir el ingreso de las grandes petroleras a Comodoro. Existen evidencias concretas sobre negociaciones del Gobierno argentino con las compañías internacionales para acordar inversiones en los yacimientos de Comodoro. Las conversaciones alcanzaron al menos a la Standard Oil y a la Anglo Persian. Pero el cambio abrupto de las condiciones internacionales que provocó la guerra en Europa frustró los planes del Gobierno argentino.


  En marzo de 1915, el presidente de la Anglo Persian, Charles Greenway, recibió un cable urgente y confidencial desde Buenos Aires que alertaba sobre una inminente oferta de la Standard Oil al Gobierno argentino para quedarse con la operación de Comodoro. Sin negar su interés por el potencial petrolero de la Argentina, Greenway señaló que le resultaba “imposible lidiar con propuestas de nuevos negocios hasta la terminación de la guerra”. Con resignación, afirmó: “Si la Standard Oil Company está dispuesta a hacerse cargo del negocio ahora no tenemos alternativa hasta donde yo sé, que dejarlos hacerlo”.10 Para beneplácito de los británicos, los planes de desembarco de la compañía americana en los yacimientos argentinos quedarían también postergados hasta la finalización del conflicto armado.11


  El impacto de la guerra


  La gran guerra europea iniciada en 1914 no solamente condicionó los planes de las compañías internacionales. Al modificar completamente el panorama del petróleo y de la oferta mundial de combustibles, favoreció a la explotación estatal de Comodoro, llevando a De la Plaza a revisar profundamente sus propuestas de legislación petrolera.


  La guerra provocó un cambio significativo en la evolución económica de la Argentina, acostumbrada a crecer en forma plenamente integrada al sistema financiero y comercial internacional liderado por Inglaterra. El impacto negativo de la disrupción del comercio y de las finanzas internacionales se amplificó por la extrema dependencia del carbón inglés. El país no producía ni una tonelada de carbón, y el 95% de los 3,4 millones de toneladas importados anualmente provenían de Inglaterra. El carbón inglés se utilizaba en los trenes, en los barcos, en la industria y en la iluminación y la calefacción de los habitantes de las grandes ciudades.12


  El conflicto produjo aumentos de precios y crecientes dificultades de abastecimiento. En 1917, las importaciones de carbón cayeron un 82% respecto de los niveles de 1913. Un año después, los precios del carbón y de la leña habían aumentado un 61% y un 79% con respecto a los niveles de 1915.


  En el plano internacional, la guerra convirtió al petróleo en un elemento estratégico para la supervivencia de las naciones. Los barcos, tanques y aviones eran cruciales para definir la contienda, y necesitaban petróleo para movilizarse. El nuevo escenario, con su efecto destructivo sobre el comercio y las finanzas internacionales, tuvo también un impacto adverso sobre las posibilidades de atraer capitales para el desarrollo privado de Comodoro planteadas en el proyecto de ley del presidente De la Plaza a mediados de 1914.


  Todos estos factores –la indisponibilidad de carbón y el fuerte aumento de los precios de los combustibles; el renovado interés por el petróleo como mercancía estratégica para la guerra y la ausencia de capitales extranjeros dispuestos a invertir en la Argentina– convergieron para favorecer el desarrollo de la explotación estatal de Comodoro.


  Gráfico 2.1. Importaciones de carbón


  
    [image: ]

    Fuente: Elaboración propia con datos de BIP Nº 33, YPF.

  


  Los grandes consumidores locales de energía, como las usinas eléctricas, los ferrocarriles y algunas plantas manufactureras, comenzaron a mirar el petróleo de Comodoro con un renovado interés. También la Marina de Guerra, atenta a lo que sucedía en los mares de Europa, puso el foco en la naciente industria petrolera. Tras un frustrado intento de explorar el territorio en busca de carbón, la Marina decidió apoyar activamente la explotación estatal de Comodoro, y buscó tomar posiciones en el control de los puertos patagónicos.


  El gobierno de Victorino de la Plaza, que había alentado el ingreso de las grandes petroleras internacionales a Comodoro, debió modificar sus posiciones con respecto al petróleo. En junio de 1916, a pocos meses de la finalización de su mandato, De la Plaza envió al Congreso dos importantes proyectos de ley dirigidos a impulsar la producción doméstica de petróleo, tanto privada como estatal. En el mensaje a los legisladores, De la Plaza hacía referencia al proyecto de ley enviado dos años atrás, en el que se “buscaba asociar en tan importante empresa la experiencia y el capital de la industria privada”. Reconociendo abiertamente que la “iniciativa no pudo prosperar a causa de los acontecimientos desarrollados en Europa”, el presidente defendía el nuevo proyecto, más volcado al desarrollo de la explotación del Estado. El país necesitaba combustible, el petróleo cobraba cada vez mayor importancia y la posibilidad más concreta de obtenerlo era a través de la explotación estatal de Comodoro. El pragmatismo se imponía sobre la ideología: “El momento impone y exige sobreponerse a doctrinas y preconceptos teóricos que, no obstante sus indiscutibles fundamentos, no alcanzan a dominar las impostergables exigencias económicas e industriales”.13


  De los dos proyectos presentados, el primero se concentraba en la explotación estatal, dándole mayor jerarquía y autonomía a la Comisión Administradora. La norma le permitía disponer libremente de los recursos generados por la explotación, (a menos que una ley especial estableciera lo contrario) y la autorizaba a hacer uso del crédito por 16 millones de pesos. El objetivo explícito era alcanzar una producción de 860.000 toneladas anuales de petróleo en 1921, con un amplio desarrollo de la infraestructura de almacenamiento y transporte, y de la capacidad de perforación. Adoptando la línea argumental histórica de Huergo, el Gobierno identificaba la falta de fondos como el principal problema que trababa el desarrollo de Comodoro.


  El ministro de Agricultura Horacio Calderón, a priori un impulsor de la iniciativa privada, defendió en el Congreso la explotación estatal, criticando el desempeño de las compañías particulares en la zona. “Se ha dicho que mejor resultado se hubiera obtenido en manos de técnicos extranjeros o de capitales particulares en aquella explotación...”, dijo Calderón en el recinto, y reconoció sus prejuicios en contra de la explotación del Estado: “Antes yo hubiera compartido esa opinión”. Luego el ministro reseñó los pobres resultados de las iniciativas petroleras privadas en todo el país. De acuerdo con los datos aportados por Calderón, los petroleros privados habían invertido 1.120.000 pesos para perforar veinte pozos en Jujuy, sin resultados positivos. En Salta, con inversiones por 620.000 pesos, se habían abandonado ocho de los nueve pozos perforados y el noveno seguía en perforación. En Mendoza se habían invertido más de dos millones de pesos para 29 perforaciones (principalmente en Cacheuta), pero en 1916 los trabajos se encontraban suspendidos. En Neuquén, seis de los siete pozos perforados habían sido ya abandonados. Y finalmente, en la zona de Comodoro, los empresarios particulares habían invertido casi siete millones de pesos, sin que se registrara producción de petróleo hasta 1915. La conclusión de Calderón era que si los resultados de la explotación estatal se juzgaban pobres en relación con los fondos invertidos, peores aún eran los logros de las empresas privadas.


  El segundo proyecto de ley era una extensa y profunda modificación al Código de Minería, que establecía procedimientos especiales para el otorgamiento y ejecución de las concesiones de exploración y explotación de petróleo, en sintonía con el proyecto presentado por el Partido Socialista en 1913. La propuesta buscaba desalentar la especulación y mejorar las condiciones para aquellos concesionarios que efectivamente se proponían buscar y explotar petróleo. Para ello, se reducían las áreas de exploración, se prohibían los permisos contiguos y se restringía la posibilidad de vender y/o ceder permisos de exploración. Adicionalmente, se ampliaban los plazos para las perforaciones, estableciendo un máximo de 720 días.


  En lo que hace a las concesiones de explotación, el proyecto dividía las zonas reconocidas de aquellas no reconocidas, pero en todos los casos establecía concesiones de noventa años sujetas a una regalía de 10% de la producción. Exigía ciertos requisitos de perforación y establecía la caducidad inmediata de las concesiones de quienes no explotaran correctamente los yacimientos.


  En el mundo de las ideas, el contexto de la guerra contribuyó al fortalecimiento de las corrientes del nacionalismo petrolero. Este avance se producía en el marco de una discusión más amplia sobre la orientación de la política económica y la necesidad de reducir la dependencia del exterior. Crecían las voces que alentaban un mayor proteccionismo que permitiese el desarrollo de la industria local y la expansión de la producción local minera y petrolera, si bien no necesariamente en manos del Estado.


  En 1915, el escritor y periodista Ricardo Oneto (bautizado el “Centinela del Petróleo”) comenzó a escribir regularmente sobre el problema del petróleo en diarios locales. El público, sensibilizado frente a la crisis energética, comenzó a preocuparse por un tema que hasta ese momento no había suscitado mayor interés.14En un artículo publicado en la revista La Ingeniería, el entonces joven ingeniero Enrique Butty destacaba enfáticamente que “la única solución que tiene en cuenta los verdaderos intereses del país, y que evita los múltiples peligros de que está preñada la explotación de los yacimientos petrolíferos de Comodoro Rivadavia, consiste en el monopolio absoluto del Estado para los trabajos de extracción y venta del combustible”. Butty instaba a los legisladores a “entrar de lleno en el estudio de la forma conveniente para la explotación de nuestros yacimientos. Al hacerlo no deben, orgullosos de la grandeza del país, dejar de examinar en el horizonte las nubes presagiadoras de borrascas que indican los peligros de la explotación privada”.15


  A mediados de 1916, el diputado radical Carlos Melo presentó por primera vez en el Congreso un proyecto de nacionalización del petróleo. El proyecto proponía reformar el Código de Minería, declarando a las minas de petróleo como bienes privados de la Nación y abriendo la posibilidad de expropiaciones de aquellas áreas ya otorgadas en concesión. Melo consideraba que con su proyecto de federalización y nacionalización del petróleo, el país podría salvarse “de las consecuencias de la caducidad completa de su régimen económico y rentístico, expresada en el angustioso estado actual de la mayoría de los trabajadores y en la mengua de los recursos de la Nación en los inmediatos últimos años”.16


  El proyecto legislativo de Carlos Melo, así como la nueva iniciativa del Poder Ejecutivo, se sumaron a la lista cada vez más extensa de proyectos referidos al petróleo que habían sido girados a la Comisión de Agricultura de la Cámara de Diputados, pero no habían llegado a tratarse en el recinto. En septiembre de 1915, frente a la indefinición sobre la legislación de fondo y al no lograr avances en el tratamiento de las iniciativas, el Congreso prorrogó por cinco años más la reserva fiscal de Comodoro establecida por la ley 7.059 de 1910, que siguió siendo el único sustento legal específico al petróleo, adicional al Código de Minería.17


  El desarrollo de Comodoro


  Afectada por la muerte de Huergo y el cambio de gobierno, la Dirección de Explotación había finalizado el año 1913 intentando resolver los problemas estructurales que impedían el desarrollo de Comodoro. En tanto no conseguía finalizar las obras esenciales (el muelle, los tanques, los depósitos en Buenos Aires y los buques para transportar el crudo), los pedidos de contratos de compra regular de petróleo ofrecidos por las grandes compañías debían ser rechazados. Este comportamiento generaba críticas por doquier, erosionando la reputación de la explotación estatal.


  Pero quienes conducían los trabajos en Comodoro estaban convencidos de la riqueza petrolífera del yacimiento. A mediados de 1914, cuando aún no había estallado la guerra en Europa, el ingeniero Hubert Platz –un experto en el problema de aislamiento de las aguas en los pozos contratado por la Comisión Administradora– estimó por primera vez las reservas del yacimiento de Comodoro. A través de las perforaciones realizadas hasta ese momento, se delimitó dentro de la reserva una “zona reconocida” de 203 hectáreas con posibilidades de explotación. Considerando un primer horizonte petrolífero de cinco metros de espesor y en función de otros supuestos de porosidad y extracción máxima, se estimó que las reservas podían alcanzar un total de 2.927.260 metros cúbicos de petróleo, aproximadamente 67 veces la producción de aquel año. En términos económicos, el valor del yacimiento rondaba los 54 millones de pesos valuando el petróleo a su precio en Comodoro (20 pesos por tonelada), y 81 millones de pesos si se consideraba el precio de mercado del carbón, ajustado por el diferencial de rendimiento entre ambos combustibles.18


  Presa de un entusiasmo desbordante, la Comisión Administradora sostenía que las reservas podían ser mayores. Extendiendo el cálculo a los horizontes inferiores del subsuelo, cuyas condiciones describía como “las más ricas y que presentan petróleo de mejor calidad”, estimaba casi 38 millones de metros cúbicos de petróleo adicionales de reservas. Sin sonrojarse, agregaba: “Esta Comisión no vacila en extender a las 5.000 hectáreas de la zona de reserva la producción de petróleo en la misma proporción establecida para la zona reconocida de 203 hectáreas”. Con este cálculo sencillo arribaba a un total de reservas de 1.000 millones de metros cúbicos.19


  Más allá de la exageración de los cálculos, lo cierto es que existían importantes reservas de hidrocarburos, en condiciones de ser explotadas. Con el apoyo del Gobierno nacional, mucho más decidido una vez que se inició la guerra en Europa, la organización estatal logró ampliar la producción petrolera de Comodoro.


  Fueron varias las medidas que contribuyeron a mejorar los niveles de producción. En 1914, el ministro de Agricultura decidió transferir parte de las máquinas perforadoras de la Dirección de Minas, Geología e Hidrología, a la Dirección de Explotación. Dado que la Dirección de Minas seguía a cargo de explorar nuevas áreas petrolíferas, la decisión implicaba privilegiar la producción por sobre la exploración.


  Con la mayor disponibilidad de máquinas perforadoras, la Dirección de Explotación consiguió perforar diez nuevos pozos a lo largo de 1914, localizados en la zona reconocida por las perforaciones previas.20 Las nuevas perforaciones y la conclusión gradual de las obras de infraestructura de almacenamiento, transporte y servicios comenzadas en los años anteriores, permitieron producir 43.740 metros cúbicos de petróleo en 1914, cantidad superior a la producción acumulada en los siete años previos.


  El consumo de petróleo en la región de Comodoro era ínfimo, por lo que encontrar una solución al problema del transporte era crucial para poder incrementar la producción. A fines de 1914 se alcanzó una solución precaria de corto plazo: mediante el uso de un buque tanque alquilado (el Waneta), y otro prestado por la Marina, la Dirección de Explotación logró establecer embarques regulares de petróleo hacia Buenos Aires.


  Pocos meses después, el presidente De la Plaza autorizó la adquisición de un buque bautizado Ingeniero Huergo, a ser construido por la compañía americana Fore River con un costo total de 550.000 dólares. En diciembre de 1915, un nuevo decreto presidencial aprobó la contratación de otro buque tanque de 3.000 toneladas (el Aristóbulo del Valle), a ser construido por la compañía Lakes de los Estados Unidos, con un costo de 365.000 dólares. Había una característica común en ambos decretos que resultaba crucial para la explotación estatal: las compras de los buques eran financiadas con rentas generales, sin afectar el magro presupuesto de la Dirección de Explotación.


  Simultáneamente, las finanzas de la explotación estatal fueron beneficiadas con una importante medida que había sido insistentemente solicitada por la Comisión Administradora: la autorización para retener y disponer de los fondos derivados de las ventas de petróleo, aplicándolos para el “pago de las mejoras que se introduzcan con el fin de dar mayor impulso a la producción del petróleo”.21 Hasta ese momento, los fondos generados por las ventas de petróleo ingresaban a rentas generales, y la explotación estatal dependía por completo de las cantidades asignadas en el presupuesto. Al permitir a la administración estatal disponer de sus fondos, el decreto de De la Plaza creó fuertes incentivos para producir y vender el petróleo en las mejores condiciones comerciales posibles, justo en el momento en que los precios del petróleo se disparaban por efecto de la guerra. Con esta autorización, la explotación estatal quedaría independizada de las asignaciones presupuestarias dispuestas por el Congreso año tras año.


  De la Plaza logró que el decreto autorizando la disponibilidad de los fondos propios fuera ratificado por el Congreso en un artículo específico de la Ley de Presupuesto de 1915, e incluyó la medida en su proyecto de legislación petrolera de 1916. Ante la falta de sanción de la legislación específica, el artículo de libre disponibilidad de los fondos generados por la explotación petrolera estatal debió ser repetido sistemáticamente en las leyes de presupuesto de cada año.


  El presupuesto del año 1916 incluyó el último aporte de fondos a la Dirección de Explotación, por un monto idéntico al asignado el año anterior (un millón de pesos). Para entonces los ingresos propios quintuplicaban a los asignados por el Congreso. Desde sus comienzos, la explotación oficial había recibido aportes del Estado por un total de 8.655.241 pesos.22


  Pero así como la guerra había renovado el interés sobre Comodoro, también había limitado las posibilidades de aprovisionamiento de materiales y equipos petroleros, la mayor parte no fabricados en el país. Para hacer más eficiente el proceso de adquisiciones, De la Plaza facultó a la explotación estatal para contratar privadamente materiales y equipos, exceptuándola de los engorrosos procedimientos de la licitación pública previstos en la ley de contabilidad.23


  Cuadro 2.1. Consumo de petróleo (en toneladas)


  
    
      	 

      	1906

      	1907

      	1908

      	1909

      	1910

      	1911

      	1912

      	1913

      	1914
    


    
      	Producido

      	0

      	15

      	1.675

      	2.750

      	3.030

      	1.915

      	6.864

      	19.074

      	40.291
    


    
      	Importado*

      	8.439

      	7.683

      	17.535

      	27.223

      	39.471

      	61.224

      	59.179

      	111.318

      	106.034
    


    
      	Total

      	8.439

      	7.698

      	19.210

      	29.973

      	42.501

      	63.139

      	66.043

      	130.392

      	146.325
    

  


  * Petróleo para refinar (también llamado nafta impura), no incluye importaciones de residuos, fuel, etc.


  Fuente: Elaborado con datos de producción de BIP N° 8, y de la Revista de Economía Argentina de Nov. 1938.


  En 1915, con el doble de los pozos productivos existentes dos años antes, la producción estatal logró duplicar el nivel del año anterior, aunque no consiguió alcanzar la meta de 100.000 toneladas previamente fijada por los administradores.24


  A medida que la producción y el transporte se tornaban más confiables, la explotación estatal comenzó a realizar contratos de provisión de petróleo, tanto con clientes del propio sector público como con consumidores privados. Los principales clientes eran la Marina, los ferrocarriles y las grandes empresas de servicios, como la Compañía Ítalo Argentina de Electricidad y la Compañía Transatlántica de Electricidad. El precio de venta oscilaba entre 20 y 50 pesos por tonelada, en función del punto de entrega del petróleo. Se aplicaba un precio preferencial para las reparticiones públicas, que eran permanentemente estimuladas a abandonar el uso de otros combustibles y reemplazarlos por petróleo.


  Pese al crecimiento, los niveles de producción resultaban insuficientes para abastecer a la creciente demanda, y la explotación estatal no conseguía satisfacer a todos los grandes clientes que pretendían contratos de provisión de petróleo para reemplazar al carbón, cada vez más difícil de conseguir en el mercado internacional.


  El exceso de demanda obligó a las autoridades a definir un método para asignar el crudo disponible. La Comisión Administradora comenzó a adoptar criterios de desarrollo económico para elegir a algunos clientes y rechazar a otros. A fines de 1915, frente a un pedido de suministro de petróleo de una empresa cementera, la Comisión contestó afirmativamente, evaluando que “el pedido encuadra dentro de los propósitos de fomentar las industrias susceptibles de arraigo en el país”. En ese marco, las autoridades solicitaron a la dirección de Comercio e Industria y a la propia Unión Industrial Argentina (UIA) estudios que identificasen industrias en las que “el factor combustible sea un elemento predominante”.25


  El significativo aumento de las cotizaciones del carbón y la leña obligó a discutir también la política de precios de la repartición estatal. La evolución de los precios de venta del petróleo en el tiempo y su relación con los precios de otras fuentes alternativas de energía no se encontraba claramente definida, y los miembros de la Comisión tenían posiciones diferentes. Algunos de sus miembros proponían mantener una relación proporcional entre el precio de venta del petróleo estatal y el precio del carbón, que fluctuaba de acuerdo con las condiciones internacionales del mercado y estaba en alza como consecuencia de la guerra. Otros proponían que el Estado fijara los precios en función de los costos respectivos, “prescindiendo de todo otro criterio comercial”. Ante las divergencias, la Comisión adoptó una solución de compromiso: resolvió aplicar el criterio de ajustar el precio del petróleo con el precio del carbón, aunque postergó la entrada en vigencia del nuevo esquema hasta la posguerra.26


  En marzo de 1916, los argentinos fueron convocados a una elección nacional por primera vez luego de la sanción de la ley que reformó y modernizó el sistema electoral. Para sorpresa de las elites domésticas, el líder radical Hipólito Yrigoyen resultó elegido presidente, y en octubre de 1916 recibió el bastón presidencial de manos de Victorino de la Plaza.


  Para entonces, la explotación fiscal de Comodoro se encontraba medianamente consolidada, con capacidades e infraestructura suficientes para sostener una explotación regular del petróleo. La mejora de precios provocada por la guerra, junto con las medidas que le otorgaban cierta autarquía en la administración, habían aliviado las restricciones financieras que la asfixiaban en los primeros años. Luego de un proceso de decantación, que dejó en el camino a los emprendimientos más precarios, en las cercanías de Comodoro comenzaban a consolidarse compañías privadas con recursos y capacidad como para darles continuidad a los trabajos y producir petróleo en forma comercial. En 1916, dos de estas empresas lograron iniciar la producción petrolera: Astra, que produjo 6.915 metros cúbicos, y la Compañía Argentina de Comodoro Rivadavia, con apenas 856 metros cúbicos de petróleo producido.27


  
    [image: ]

    La Memoria de Astra de 1916, año en el que se inició la producción regular de petróleo.

  


  De la Plaza había mostrado un notable pragmatismo en su enfoque con respecto a la industria petrolera argentina, con el foco puesto en aumentar la producción de Comodoro. En el comienzo de su gestión favoreció el ingreso de las compañías extranjeras, pero reaccionó rápidamente frente al nuevo escenario de la guerra europea. En 1914, consideró que la mejor fórmula para aumentar la producción era auspiciar el ingreso de capitales privados, mientras que en 1916 y ya con la guerra instalada en Europa, propuso alentar la explotación estatal y mejorar las condiciones establecidas en el Código de Minería para la explotación petrolera. No sólo modificó los proyectos de legislación enviados al Congreso, sino que dispuso medidas para apoyar el desarrollo de la explotación estatal, una de las pocas herramientas disponibles para contrarrestar las restricciones en materia de combustibles impuestas por la coyuntura bélica internacional.


  Las iniciativas de De la Plaza favorables a la explotación estatal no han sido valoradas por los autores nacionalistas, que han preferido destacar su perfil “oligárquico” y “anglófilo”, caracterizando su gestión como un retroceso respecto de las políticas de Huergo y Sáenz Peña.28


  Los hechos muestran que mientras De la Plaza ocupó la presidencia, no hubo en la política petrolera un cambio significativo en relación con las tendencias observadas en los períodos anteriores. La legislación se mantuvo inalterada, y tampoco hubo cambios en la Comisión Administradora de los yacimientos de Comodoro formada en el Gobierno anterior, que fue beneficiada por decisiones muy importantes para su funcionamiento. Considerando los fondos asignados por decreto a financiar las adquisiciones de los dos buques de transporte, el presupuesto de la Dirección de Explotación se triplicó, superando los tres millones de pesos anuales.


  El petróleo en la primera presidencia de Hipólito Yrigoyen


  La transición política que culminó con la asunción del líder radical Hipólito Yrigoyen como nuevo presidente de los argentinos resultó traumática para la explotación estatal del petróleo. Las críticas a la Comisión Administradora de la explotación de Comodoro, acusada de favoritismo en la entrega del insuficiente petróleo disponible, se profundizaron durante la campaña electoral y tras la victoria de Yrigoyen en las elecciones de marzo de 1916.


  Los diputados del triunfante partido radical hostigaron al Gobierno y a la Comisión Administradora en el Congreso. El ministro de Agricultura del gobierno saliente debió concurrir a la Cámara de Diputados para responder a un pedido de informes presentado por dos diputados radicales que atacaban a la Comisión Administradora, quejándose por los viajes al exterior de algunos de sus miembros y por la falta de transparencia en la información sobre su gestión. Las críticas no parecían responder a diferencias ideológicas profundas, sino más bien al perfil claramente opositor de los radicales, envalentonados con el triunfo obtenido en las elecciones presidenciales. La Comisión Administradora presentaría su renuncia en pleno ante el recambio presidencial, a pesar de que el nuevo ministro de Agricultura les solicitaría que permanecieran en los cargos, aunque sin confirmarlos formalmente.


  Yrigoyen asumió la presidencia el 12 de octubre de 1916. Su partido, la Unión Cívica Radical, sólo obtendría el control de la Cámara de Diputados en 1920, mientras que el Senado sería opositor durante toda su gestión, con mayoría conservadora. Cuando Yrigoyen comenzó su gestión la economía argentina estaba sufriendo el severo impacto de la guerra en Europa. El abastecimiento de energía, extremadamente dependiente del carbón inglés, estaba en crisis. Los precios de todos los combustibles se habían incrementado, afectando a ferrocarriles, industrias, empresas de servicios y familias.


  El problema del suministro de energía se había agravado con el ingreso de los Estados Unidos en la guerra, ya que ese país dejó de funcionar como proveedor de carbón e hidrocarburos alternativo a Inglaterra. Las importaciones de carbón de la Argentina cayeron de cuatro millones de toneladas en 1913, a sólo 707.000 toneladas en 1917. En 1918 el carbón se vendía a un 500% por encima de su valor de 1913.


  Ante semejante panorama, el impulso aplicado por la gestión anterior a la producción petrolera local lucía como una respuesta adecuada al problema de la escasez de combustibles. Con la designación de Honorio Pueyrredón como ministro de Agricultura, el nuevo gobierno parecía decidido a profundizar el apoyo a la incipiente industria petrolera argentina.


  En los inicios de la gestión de Yrigoyen, el problema del petróleo y de los recursos para financiar las operaciones en Comodoro quedó sumergido dentro de un paquete de iniciativas económicas de emergencia que el flamante gobierno envió al Congreso. En diciembre de 1916, a dos meses de asumir, el presidente y su ministro de Hacienda, Domingo Salaberry, enviaron al Congreso un conjunto de tres proyectos de ley que buscaban alcanzar múltiples objetivos, entre ellos, ampliar el financiamiento para la explotación petrolera de Comodoro.29


  La discusión de los proyectos de Yrigoyen en el recinto durante las sesiones extraordinarias del verano de 1917 fue prolongada y difícil. Cuando se discutió la cuestión del petróleo de Comodoro, los legisladores oficialistas pretendieron eludir la discusión de fondo sobre cuál era la mejor manera de explotar el petróleo del país, buscando simplemente conseguir los 16 millones de pesos solicitados para acelerar el desarrollo de la explotación, con independencia de lo que se resolviera como legislación general en el futuro.


  La oposición desconfiaba del destino que el Ejecutivo planeaba otorgarles a los fondos y rechazando el carácter de urgencia invocado por el oficialismo, propuso postergar el tratamiento de los proyectos hasta el comienzo de las sesiones ordinarias del Congreso, en el mes de mayo. El socialista Repetto, quien había presentado su propio proyecto de legislación petrolera, solicitó reducir los montos para Comodoro a cinco millones de pesos, habida cuenta de la indefinición general sobre la política del petróleo.30


  Uno de los diputados radicales que más participó en el debate sobre los temas petroleros fue Horacio Oyhanarte.31 Elegido en la Capital Federal, Oyhanarte consideraba al petróleo como esencial para el desarrollo industrial del país, y aseguraba que tanto la exploración como la explotación de los yacimientos en Comodoro Rivadavia habían fracasado, descargando la responsabilidad sobre quienes habían tenido a su cargo la administración de la explotación hasta ese momento. Las críticas del diputado Oyhanarte, un dirigente cercano al presidente Yrigoyen, provocaron una nueva crisis dentro de la Comisión Administradora, que se encontraba cada vez más incómoda con el nuevo gobierno. Uno de sus miembros, Adolfo Villate, decidió reiterar su renuncia al cargo, pero finalmente desistió por pedido de sus compañeros.


  El proyecto del Poder Ejecutivo fue aprobado por la Cámara de Diputados el 16 de febrero de 1917, junto con un proyecto específico presentado por la dupla Melo/Demarchi que otorgaba carácter permanente a la reserva estatal de Comodoro y autorizaba a invertir allí los 16 millones de pesos votados en el proyecto original. Ambos proyectos pasaron al Senado pero no fueron tratados en los días subsiguientes ya que la Cámara no volvió a sesionar. Sorpresivamente, el 5 de marzo Yrigoyen dio por clausurado el período extraordinario de sesiones y retiró los proyectos, quejándose por las demoras del Congreso en aprobar los proyectos enviados. Así culminó el primer intento frustrado del radicalismo en materia de iniciativas legislativas relacionadas con el petróleo.32


  Sin el financiamiento adicional, la Comisión Administradora debió gestionar la explotación estatal en un contexto de progresivo deterioro de sus relaciones con el nuevo gobierno, en particular con el ministro Pueyrredón, con quien nunca llegó a establecer un vínculo de confianza. A los habituales problemas de falta de apoyo presupuestario, se fueron sumando incidentes que culminaron con renuncias masivas y la disolución de la Comisión Administradora a finales del año 1917.


  Un primer enfrentamiento se produjo en julio de ese año en torno a un aparente hecho de corrupción, que sería conocido como el “episodio Venturino”. A través de una nota escrita por Enrique Hermitte, la comisión objetó duramente una decisión del ministro Pueyrredón por la que se otorgaban 20 toneladas diarias de petróleo de la repartición estatal a un militar, Máximo Venturino, que estaba ensayando nuevos métodos de destilación. “La resolución de V. E. acordando al Sr. Venturino 20 toneladas de petróleo diarios importa un favor que no está justificado y compromete el porvenir”, advirtió la Comisión Administradora al ministro, calculando que el Estado perdía 30 pesos por cada tonelada suministrada en esas condiciones. Pese a la rotunda oposición de la Comisión, Pueyrredón insistió con la cesión preferencial del petróleo, colocando a sus miembros en una posición sumamente incómoda.33


  Mientras tanto, las indefiniciones del Gobierno obligaban a los administradores de Comodoro a postergar la toma de decisiones sobre inversiones y contratos de venta de crudo. El racionamiento de la Comisión generaba un enorme descontento en el sector privado y sospechas de corrupción en la asignación del escaso petróleo disponible. Yrigoyen no sólo no había logrado la aprobación de los 16 millones de pesos solicitados al Congreso, sino que tampoco daba a conocer su propuesta acerca de cómo debían administrarse las reservas petroleras de Comodoro.


  En mayo de 1917, la administración estatal había aumentado fuertemente los precios de venta y vendía el petróleo crudo en Buenos Aires a 92 pesos la tonelada, cuadriplicando los precios de dos años atrás. La explotación estatal no sólo vendía su propio petróleo crudo, sino también aquel que adquiría y transportaba de productores particulares (Astra y la Compañía Argentina), quienes habían comenzado a explotar comercialmente sus pozos en Comodoro el año anterior. El escenario provocado por la guerra atraía consumidores de petróleo estatal, pero también producía enormes dificultades para el aprovisionamiento de gran parte de los insumos y equipos necesarios para la explotación, tales como cañerías, equipos de perforación, buques y tanques.


  En septiembre de 1917, la mala relación con el ministro Pueyrredón provocó la renuncia de Alberto Schneidewind, presidente de la Comisión Administradora desde el fallecimiento del ingeniero Huergo a fines de 1913. Con la salida de Scheneiderwind, la presidencia de la Comisión quedó a cargo de Enrique Hermitte.34 A los pocos días del cambio, un nuevo conflicto agregó tensión a la relación entre el Ejecutivo y la Comisión: la decisión del gobierno radical de militarizar y entregar a la Marina los dos buques tanque recientemente construidos: el Ingeniero Huergo y el Aristóbulo del Valle. Se trataba de los buques cuya construcción había sido iniciada durante el gobierno de Victorino de la Plaza, y que una vez finalizados debían ser entregados a la explotación estatal. La decisión de Yrigoyen de entregar los buques a la Marina fue considerada como “inaceptable” por todos los miembros de la Comisión Administradora, quienes presentaron nuevamente su renuncia. Las dimisiones no fueron aceptadas, y los miembros de la Comisión debieron continuar de hecho en sus funciones.


  Octubre de 1917: Comodoro en huelga


  El episodio que motivó finalmente la disolución de la Comisión Administradora fue la gran huelga que tuvo lugar en Comodoro en el mes de octubre de 1917, que inició un período de alta conflictividad obrera que se prolongaría durante varios años.


  Las condiciones laborales en la explotación petrolera estatal y en las compañías privadas distaban de ser favorables para los obreros. Comodoro era un lugar sumamente inhóspito, con un clima especialmente riguroso y pésimas condiciones de vida para los obreros petroleros.35 La jornada laboral promedio de los petroleros era de entre diez y doce horas diarias, mientras que en Buenos Aires no pasaba de las nueve horas y media. La situación social era tensa, con una gran mayoría de hombres y niveles elevados de violencia. A fines de 1917, vivían en Comodoro Rivadavia cerca de 3.200 personas y la administración estatal contaba con 1.191 obreros y 170 empleados que mostraban un alto nivel de rotación. En 1918, con un total de 1.440 obreros registrados a fin de año, se habían producido 1.317 altas y 1.068 bajas a lo largo del ejercicio.36 Casi el 97% de los trabajadores eran extranjeros, oriundos principalmente de España, Portugal y Rusia.


  La guerra había causado importantes aumentos de precios, deteriorando los ingresos reales de los obreros. Por la falta de oferta local, la distancia y la dificultad en el transporte, Comodoro exhibía precios de los principales productos de la canasta familiar entre 100% y 500% por encima de los vigentes en Buenos Aires.


  Un representante del Ministerio del Interior que viajó a Comodoro con motivo del conflicto gremial describía en un telegrama enviado a Buenos Aires los padecimientos de los obreros: “Pésimas condiciones de vida por falta de habitaciones adecuadas, maltrato de jefes, falta de cumplimiento de condiciones de contratos, preferencia por nacionalidad del personal, postergaciones injustas, no cumplimiento ley de accidentes de trabajo, comerciantes favorecidos o apoyados por Administración”.37


  En los últimos días de septiembre de 1917, el administrador Leopoldo Sol advirtió desde Comodoro que en pocos días estallaría una huelga, cuyas principales reivindicaciones eran la jornada de ocho horas, un aumento salarial del 25% para los jornales más bajos y del 15% para los superiores, y un incremento del 50% en la remuneración del trabajo en los días domingo y en las horas extra.38 En un episodio nunca antes visto en el pueblo, una marcha de más de trescientos trabajadores petroleros había recorrido las calles de Comodoro entonando canciones a favor de la jornada de ocho horas y en contra del administrador Sol.


  Las autoridades de la Comisión Administradora contemplaron la posibilidad de dar aumentos (“es equitativo hacer a los obreros algunas concesiones, en vista que sus jornales son en realidad algo exiguos”), pero el administrador Sol consideró inaceptable la propuesta obrera –en especial la jornada de ocho horas que implicaba sumar a un 33% más de empleados– y pidió apoyo en Buenos Aires para asegurar la libertad de trabajo, es decir, para utilizar la fuerza contra los huelguistas.39


  Pese a que la Marina comprometió su apoyo y envió al buque 9 de Julio a la zona, el administrador Sol envió el 1° de octubre un dramático telegrama a Buenos Aires diciendo que “el comandante del 9 de Julio avisó que se encuentra en Madryn y dice no saber cuándo llegará. Sírvase tomar nota que después de hoy no puedo garantir nuestra vida o instalaciones”.40


  La huelga estalló y se extendió rápidamente a todo el personal del yacimiento incluyendo a los capataces, al personal de las explotaciones privadas y a los empleados del ferrocarril. El movimiento huelguístico no estuvo liderado inicialmente por una organización de trabajadores formalmente organizada, aunque los vínculos entre los obreros de las distintas compañías que operaban en la zona eran muy estrechos.


  En el plano nacional, la huelga de Comodoro se sumaba a la protagonizada por la Federación de Obreros Ferroviarios, La Fraternidad y la Federación de Obreros Marítimos, que prácticamente paralizaron el transporte en el país. La efervescencia gremial había provocado alarma en Buenos Aires. “El movimiento de la huelga general ha asumido las proporciones de una revolución obrera”, afirmaba The Review of the River Plate, y criticaba a Yrigoyen, a quien la situación “se le había ido de las manos”.41


  Ante la fuerza del movimiento gremial, la Comisión Administradora decidió contraofertar un aumento del 20% a todos los empleados y un incremento superior para las horas extras, pero la propuesta fue rechazada por los huelguistas. El 10 de octubre arribó un nuevo navío de la Marina, el Almirante Brown, y en conjunto con el 9 de Julio desembarcaron 165 hombres para asegurar el control de la zona. Los marinos no sólo intentaban garantizar el orden público sino que realizaban algunas tareas propias de los obreros en huelga, como la carga de petróleo en los buques de transporte.42 La empresa Astra, afectada también por la huelga, decidió cerrar su campamento.


  Confiado en que el apoyo militar era suficiente para quebrar a los huelguistas, el administrador Sol comenzó a tomar nuevos empleados y se comunicó a Buenos Aires el 23 de octubre para informar que consideraba a la huelga “virtualmente terminada”. En Buenos Aires, el diario La Nación se hizo eco de esta versión y también informó sobre la finalización de la huelga.


  Pero pocos días después, el propio Sol debió rectificarse: “Se ha modificado la situación en sentido desfavorable”, informó a Buenos Aires, quejándose por las interferencias políticas que a su juicio favorecían a los huelguistas. El administrador de la explotación tenía una visión muy negativa sobre la influencia de la política partidaria en los yacimientos. Sostenía:


  Los caudillos electorales del pueblo de Comodoro Rivadavia, con el fin de atraer a sus respectivos partidos al elemento electoral se entrometen en la explotación, y so pretexto de ponerse bien con el personal, continúan haciendo la propaganda virulenta que se ha venido desarrollando contra la administración.43


  Hacia finales de octubre, la huelga se mantenía y según La Nación, dentro de la conducción del movimiento obrero se había producido la “expulsión de los miembros de la comisión que aconsejaban el orden y el respeto por la propiedad, quedando como director un grupo anárquico intransigente y revoltoso”.44
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